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Históricamente el tema energético en Colombia ha sufrido transformaciones en el marco 
del modelo económico y de la nueva configuración del modelo estatal. 
Para el caso específico del subsector eléctrico se demuestran cambios relevantes en la 
formulación debido a las condiciones generadas por diferentes problemáticas que se 
evidenciaron fuertemente con la restricción en la prestación del servicio de energía durante 
los años noventa. 
Los cambios aplicados como respuesta a estas dinámicas se materialización en la 
privatización del servicio, con la finalidad de garantizar su prestación y desaparecer las 
problemáticas que se señalaron debió al monopolio del Estado. Sin embargo, 
recientemente se presentó una situación crítica, similar a la que justifico en parte el cambio 
de modelo, que hace repensar nuevamente como surge la formulación de la política 
pública y quienes inciden en ella. 
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Historically, the energy issue in Colombia has undergone transformations within the 
framework of the economic model and the new configuration of the state model. 
In the specific case of the electrical subsector, relevant changes in the formulation are 
demonstrated due to the conditions generated by different problems that were strongly 
evidenced by the restriction in the provision of energy service during the 1990s. 
The changes applied in response to these dynamics materialized in the privatization of the 
service, with the purpose of guaranteeing its provision and disappearing the problems that 
were pointed out due to the State monopoly. However, recently there was a critical 
situation, similar to the one that I justify in part the change of model, which makes us rethink 
how the formulation of public policy arises and those who influence it. 
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El sector energético colombiano se encuentra conformado por las actividades de 
generación, transmisión, comercialización, y distribución de energía; con base en las leyes 
142 (ley de servicios públicos) de 1994 y 143 (ley eléctrica) de 1994 se estableció la 
regulación del sector e igualmente su composición organizacional y se definieron los 
subsectores como el eléctrico, hidrocarburos, gas y energía nuclear. Para el caso 
específico de esta investigación se focalizo en el subsector eléctrico. 
 
Precisamente debido al cambio en el modelo de gestión pública se reconfigura el marco 
institucional con el cual se realiza la formulación de política pública del subsector eléctrico, 
es clave comprender que esta situación obedeció a un nuevo direccionamiento de la 
política económica y papel del Estado en los años noventa. 
 
El interés de indagar precisamente la fase de la formulación y toda la dinámica de 
relaciones intergubernamentales que conlleva aproximarse desde el punto de vista legal, 
organizacional, económico y de gestión pública, consiste en determinar si la decisión 
pública del subsector eléctrico se orienta más a una presión de intereses privados o 
realmente representa los fines del Estado colombiano, siendo un servicio público. 
 
La metodología implementada para lograr el objetivo de este trabajo, consistió en abordar 
el tema con base en las fases de la investigación cualitativa  descriptiva bajo el modelo  de 
análisis de políticas públicas operativo “centrado en la conducta, tanto individual como 
colectiva, de los actores implicados en las diferentes etapas de una política pública” 
(Subirats, Joan, 2007),  en donde se propone validar la hipótesis por medio de la 
compilación y análisis de información, mediante la revisión documental.  
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En este orden el primer capítulo se establecen el planteamiento del problema, la hipótesis, 
con lo cual se justifica la necesidad de analizar la formulación del subsector eléctrico con 
base en el modelo de gestión pública vigente y teniendo en cuenta las dinámicas críticas 
que se han presentado por temas de restricción del servicio, los objetivos de la 
investigación, para el caso del objetivo general analizar el proceso de formulación en la 
generación de la política del subsector eléctrico en el periodo de  2014-2018 y como 
específicos revisar el marco normativo vigente para el subsector eléctrico y la formulación 
de política pública; evidenciar si los lineamientos de política (Consejo Nacional Política 
Económica y Social-CONPES) en el subsector eléctrico han incidido en el proceso de su 
formulación; identificar los actores participantes y sus intereses en los procesos de 
formulación de la política pública del subsector eléctrico y finalmente señalar si existen o 
se promueven escenarios de discusión en el marco de la formulación de política pública 
en el subsector eléctrico, también se incluye el marco teórico donde se señala la 
identificación y análisis desde la referencia conceptual del marco secuencial de las políticas 
públicas y finalmente la metodología del trabajo. 
 
En el segundo capítulo se concentra lo referente al marco normativo e institucional del 
subsector eléctrico pero desde diferentes ámbitos, tanto económico, organizacional y de 
política pública, porque permite identificar de mejor forma actores y grados de intervención, 
junto a la exposición del modelo de gestión estatal, la reforma administrativa en Colombia, 
analizando sus diferentes características y por supuesto el alcance durante la 
institucionalización del NPM, siendo un factor determinante en la formulación de políticas 
públicas.  
Para el capítulo tres desarrolla aquellos determinantes en la formalicen de política 
mediante la metodología de mapeo de actores, la dinámica de su materialización dentro 
del sector y el contexto existente. 









1. Capitulo Introductorio 
1.1 Planteamiento del problema  
 
Con base en el Informe Nacional de Competitividad 2014-2015, “Colombia es uno de los 
países de Latinoamérica con menor consumo per-cápita de energía eléctrica, el cual es 
52% menor a la media de la región”. (Unidad de Planeación Minero Energética, 2018)  
No obstante a lo anterior, el sector energético colombiano se caracteriza por ser 
fundamental para el crecimiento de la economía colombiana, las cifras sobre la 
participación en el PIB durante la última década presentadas por el Departamento Nacional 
de Planeación-DNP, mencionan que durante los últimos 15 años el porcentaje es 
relevante, hasta llegar al 27% en el 2015, si bien la curva decayó en los años 2001, 2007 
y 2009, el comportamiento ha sido más que positivo según se evidencia en la figura 1-1 
Figura 1-1: PIB sector minas y energía-crecimiento y participación PIB 
  
Fuente: Tomado del DNP-(Departamento Nacional de Planeación , 2017) 




Por tal motivo los efectos macroeconómicos para las finanzas públicas del país que 
produce el sector energético son vitales para el desarrollo de la economía por cuenta de 
los recursos vía exportaciones y el componente de regalías, así al presentarse una crisis 
como la generada durante los últimos tres años, debido a una fuerte desaceleración en los 
precios de los diferentes productos (petróleo, carbón y minerales) de la canasta energética, 
como el caso del petróleo por ejemplo “llegando a sus mínimos históricos de 34.7 
US$/Barril (WTI) desde el 2009” (ANDI, 2015, pág. 4,), el impacto a nivel estructural es 
preocupante afectando negativamente al país. 
 
En este escenario, han surgido cuestionamientos sobre la dirección que en materia 
energética tiene el Estado y sobre todo aquellos referentes al subsector eléctrico; desde 
organismos de control, académicos y gremios se han pronunciado respecto a la política 
del sector y el manejo durante un posible racionamiento nacional del suministro. 
 
Por ejemplo, la Contraloría General de la República menciona con base en los cálculos 
realizados por su Dirección de Estudios Sectoriales de la Contraloría Delegada para el 
Sector de Minas y Energía que Colombia se “encuentra a tan sólo 130 megavatios (MW) 
de un déficit de potencia que produzca cortes, lo que significa que pueden desatenderse – 
entre 1 y 3 horas- áreas de usuarios en los momentos de mayor demanda, o sea en horas 
pico”. (Contraloria General de la República, 2016) 
 
Señala el organismo de control que específicamente esta situación se debe en parte a una 
sumatoria de factores como “el Fenómeno de El Niño, la escasez de gas natural, la 
situación financiera de las empresas y el estrés operativo conforman hoy un escenario de 
riesgo que debe atenuarse, a fin de evitar un desabastecimiento eléctrico". (Contraloria 
General de la República, 2016) 
 
Igualmente recalca la Contraloría que se presenta una “limitada oferta de gas natural del 
país y los incumplimientos en los proyectos de expansión en la infraestructura de 
transporte de electricidad, los cuales son uno de los detonantes de la crítica situación del 
sector eléctrico”. (Contraloria General de la República, 2016).  
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Por su parte el profesor German Corredor Director del Observatorio de Energía del Centro 
de Investigaciones para el Desarrollo (CID) de la Facultad de Ciencias Económicas de la 
Universidad Nacional de Colombia señala que “la problemática energética (…) es claro 
ejemplo de la falta de políticas públicas serias y de largo aliento para incentivar el desarrollo 
de fuentes alternativas, como plantas solares o eólicas, (…) tienen un potencial enorme en 
el país.” (Observatorio de Energía del Centro de Investigaciones para el Desarrollo, 2016) 
 
De igual forma menciona el profesor Corredor que “la actual crisis no es por falta de 
proyectos, (…) sino de planificación, específicamente de regulación (…) ha faltado definir 
una política energética que utilice mejor los recursos; es inconcebible, (…) que aún no 
tengamos energías renovables e incluso una industria a su alrededor”. (Observatorio de 
Energía del Centro de Investigaciones para el Desarrollo, 2016) 
 
Por su parte Sergio Clavijo director de la Asociación Nacional de Instituciones Financieras- 
ANIF- indica que “desde finales de 2015 se viene discutiendo la posibilidad de presenciar 
un nuevo “apagón” en Colombia durante el período abril-mayo de 2016, aunque de mucha 
menor magnitud a lo ocurrido en 1992-1993” (Asociación Nacional de Instituciones 
Financieras, 2016) 
 
Las causas de la crisis según Clavijo correspondieron a una situación tensa de las 
termoeléctricas, “afectadas por: i) los mayores costos que representó su funcionamiento; 
y ii) los incidentes ocurridos en las hidroeléctricas de Guatapé y Termoflores, restándole 
cerca de un 6% de capacidad a la generación del sistema eléctrico del país”  (Clavijo, 2018) 
además de la situación ambiental generada por el Fenómeno del Niño. 
 
Recalca Clavijo (2016) que en el marco de la crisis energética “la respuesta gubernamental 
en materia de incentivos a reducciones en la demanda llegó tardíamente en marzo de 
2016” (Asociación Nacional de Instituciones Financieras, 2016) 
 
De igual forma las decisiones que se tomaron por parte del Ministerio de Minas y Energía 
para enfrentar los retos energéticos durante el 2015 y 2016, evidenciaron que la respectiva 
política pública estaba limitada y no era clara en la búsqueda de soluciones, ni la causas, 
ya que en la mayoría de declaraciones oficiales solo se culpó al fenómeno del niño, es 
decir al clima y a los daños en las centrales de Guatapé en Antioquia y Termoflores en 
22 Una mirada introductoria al problema de las políticas públicas en el subsector eléctrico 
2014-2018 
 
Barranquilla, dejando temas fundamentales como la planeación, la infraestructura y la 
canasta energética. 
 
Concretamente, la anterior afirmación se explica porque las medidas gubernamentales 
para enfrentar esta grave crisis eléctrica, se orientaron a efectuar un aumento vía tarifas y 
con ello reducir el consumo, so pena de castigo a los usuarios con un costo que se vería 
reflejado en el proceso de facturación, dejando de lado por las autoridades respectivas el 
cobro que se ha venido realizando sobre el concepto de cargo por confiabilidad1, que se 
configuró hace años como la medida apropiada para evitar precisamente situaciones como 
sobrecostos en la facturación, “comenzó a operar el 1º de diciembre del 2006 y en casi 10 
años de aplicación llegan a más de $18,5 billones los recursos entregados a los 
generadores privados y públicos”. (Contraloría General de la República, 2017) 
 
También, se propuso por parte del Gobierno Nacional el auto racionamiento de servicio, 
ya sea en los diferentes hogares, entidades públicas y privadas, para evitar un posible 
corte del servicio eléctrico de orden nacional. 
 
No obstante el mismo presidente de la República Juan Manuel Santos Calderón menciona 
sobre el manejo de la crisis que “hubiera preferido que este paquete de medidas la 
hubiéramos tomado con anterioridad. Lo que está en juego es la credibilidad del Gobierno 
y la confianza de los colombianos en el sistema eléctrico” (Santos, 2016) 
 
Sin embargo, las acciones propuestas y aplicadas, se situaron hacia la restricción en el 
consumo, lo cual no significa una solución a largo plazo que permita satisfacer la demanda 
de electricidad en el país, en este sentido es importante conocer cuál es y cómo ha sido el 
proceso de formulación de política eléctrica en Colombia, sobre todo articulada a los 
Planes Nacionales de Desarrollo, analizando también el ejercicio de generación de los 
grandes planes del sub sector eléctrico, identificando en lo posible sus determinantes, que 
hicieron viable su materialización  en la planeación  eléctrica. 
 
 
1 Es un esquema de remuneración que permite hacer viable la inversión en los recursos de generación eléctrica 
necesarios para garantizar de manera eficiente la atención de la demanda de energía en condiciones críticas 
de abastecimiento, a través de señales de largo plazo y la estabilización de los ingresos del generador. (XM 
Compañía Expertos en Mercados S.A. E.S.P, 2020) En el capitulo posterior se explica a mayor detalle el 
concepto.  
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1.2 Hipótesis  
1.2.1 Aproximación a la Política pública en el subsector eléctrico 
La Corte Constitucional, en su sentencia C- 450 de 1995 señala que  
 
El carácter esencial de un servicio público se predica cuando las actividades que lo 
conforman contribuyen de modo directo y concreto a la protección de bienes o a la 
satisfacción de intereses o a la realización de valores, ligados con el respeto, vigencia, 
ejercicio y efectividad de los derechos y libertades fundamentales, ello es así, en razón de 
la preeminencia que se reconoce a los derechos fundamentales de la persona y de las 
garantías dispuestas para su amparo, con el fin de asegurar su respeto y efectividad. (Corte 
Constitucional, 1995) 
 
En tal sentido, la Corte ha declarado que servicios como la banca central; el transporte; las 
telecomunicaciones; la explotación, refinación, transporte y distribución de petróleo y los 
servicios públicos domiciliarios, son materialmente servicios públicos esenciales. 
 
En este caso el suministro de electricidad tiene un carácter esencial, por tal motivo 
cualquier situación que ponga en riesgo su prestación se debe observar con especial 
interés, debido a su valía en el escenario de lo público y la formulación de políticas públicas. 
 
Así el subsector eléctrico tiene fuerte incidencia en el crecimiento económico mediante dos 
factores macroeconómicos y originados en externalidades, de esta manera: 
 
✓ “Los canales macroeconómicos incluyen los efectos directos sobre la 
productividad y sobre el costo de los insumos para la producción privada, la 
complementariedad con la inversión privada, y el desplazamiento del gasto 
privado a través del sistema financiero. 
 
✓ Los canales originados en externalidades incluyen las relaciones entre la 
electricidad, la acumulación de conocimiento y el crecimiento económico; 
entre la electricidad, la salud y el crecimiento económico; entre la 
electricidad, la innovación y la difusión de nuevos productos, y el crecimiento 
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económico; y entre la electricidad, el género y el crecimiento”. 
(FEDESARROLLO, 2018, pág. 27) 
 
Según el Banco Mundial, las interrupciones relacionadas con la prestación del servicio 
eléctrico en Colombia en el periodo comprendido entre el 2013–2015 señalaron que “el 
suministro de energía en 2015 generó pérdidas a las empresas colombianas equivalentes 
al 1,8 % de sus ventas y, según el Foro Económico Mundial, el país ocupa la posición 79 
entre 137 países en confiabilidad de su suministro eléctrico”. (Consejo Privado de 
Competitividad, 2019, pág. 319) 
 
En esta situación los cortes de energía por ejemplo “generan pérdidas de materias primas 
y bienes finales, alteraciones en los ciclos de producción, descomposición de productos 
por interrupción de la cadena de frío, daños en la maquinaria e incertidumbre para 
concretar negocios.” (Consejo Privado de Competitividad, 2017-2018, pág. 319) 
 
Sumándole a lo anterior aspectos claves como el continuo   
 
deterioro en la prestación del servicio de energía eléctrica en la costa Caribe; el 
declive en los campos de gas de La Guajira; el cierre de la frontera con Venezuela 
y del comercio de combustibles; sentencias judiciales que le han puesto enormes 
restricciones al petróleo, la minería y que llevaron a situaciones como el cierre de 
la hidroeléctrica del Quimbo. (Ministerio de Minas y Energía, 2016, pág. 1) 
 
Según la Asociación Nacional de Instituciones Financieras -ANIF, en las estimaciones 
sobre crecimiento económico afirmó, que si bien durante el 2008-2012, el crecimiento del 
sector minero-energético se dio entre un 10% anual, durante la siguiente década solo sería 
de un 2% anual, si el gobierno no realizaba acciones y ajustes en cuanto a 
 
“i) la dotación de infraestructura; ii) la agilización de los trámites de exploración-
explotación; iii) la misma protección estatal de las inversiones minero energéticas, 
constantemente amenazadas por los ilegales, bien bajo el ropaje de la guerrilla o 
de la delincuencia organizada; y iv) la solución de los obstáculos jurídicos relativos 
a la consulta previa.” (Asociación Nacional de Industriales Financieros, 2017, pág. 
3) 
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1.2.2 Hipótesis planteada  
 
Después de más de dos décadas de la implementación de las leyes 142 y 143 de 1994, 
como de varios episodios de tensiones en el sector energético, durante el 2014, 2015 y 
2016 el país vivió muy de cerca la posibilidad de quedarse sin suministro eléctrico, 
haciéndonos recordar la crisis de la década de los noventa donde ocurrió el llamado 
“apagón”. 
 
En este sentido la crisis energética, específicamente en el subsector eléctrico durante el 
periodo 2014-2016 que atravesó Colombia ponía en riesgo la prestación de este servicio 
público a nivel nacional.  
 
Las causas señalas por el Gobierno Nacional se orientaron hacia la afectación climática, 
que generó una sequía en los embalses, posteriormente se informó de dificultades en el 
funcionamiento de las plantas de Guatapé y Termoflores “llevando el promedio de los 
embalses a disponibilidades de solo un 25%, siendo los más graves los del Valle del Cauca 
que bordean el 21%” (Consejo Privado de Competitividad, 2017-2018) con lo cual la oferta 
de generación de electricidad se encontraba en menor medida que la demanda nacional. 
 
Para el caso de las Plantas de Guatapé y Termoflores se afectó “ el suministro de agua de 
las centrales Playas, San Carlos y Jaguas) (…) restándole cerca de un 6% de capacidad 




En este escenario se generaron críticas a la política subsector eléctrico, por ello cobra valía 
realizar un análisis sobre ¿quién la propone? ¿Cómo se formula? ¿Cuáles son los 
participantes más activos? ¿Cuál es su propósito? 
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Ante esta situación descrita y teniendo en cuenta los anteriores interrogantes hacen 
relevante avanzar este proyecto de trabajo de grado en el subsector eléctrico sobre la 
siguiente hipótesis:  
 
La Política pública en el subsector eléctrico en Colombia ha sido formulada por y responde 
a los intereses de un reducido grupo de actores, quienes (en complicidad con el gobierno) 
buscan mantener el monopolio de la generación, transmisión, distribución y 
comercialización de energía.  Por esta razón, no ha habido una formulación participativa 




Para el desarrollo del presente documento se contemplaron los siguientes objetivos: 
1.3.1 Objetivo General 
 
El presente documento tiene como objetivo general analizar el proceso de formulación en 
la generación de la política del subsector eléctrico en el periodo de  2014-2018 
1.3.2 Objetivos Específicos  
 
✓ Revisar el marco normativo vigente para el subsector eléctrico y la formulación de 
política pública.  
✓ Evidenciar si los lineamientos de política (Consejo Nacional Política Económica y 
Social-CONPES) en el subsector eléctrico han incidido en el proceso de su 
formulación. 
✓ Identificar los actores participantes y sus intereses en los procesos de formulación 
de la política pública del subsector eléctrico. 
✓ Señalar si existen o se promueven escenarios de discusión en el marco de la 
formulación de política pública en el subsector eléctrico. 
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1.4 Marco Teórico  
  
El siguiente aparte se orienta a una aproximación teórica sobre las políticas públicas, 
haciendo énfasis en la fase de formulación. 
1.4.1 Sobre Políticas Públicas 
 
Existen muchas definiciones sobre el significado de políticas públicas, por ejemplo, se 
puede orientar como  
  
una serie de decisiones o de acciones, intencionalmente coherentes, 
tomadas por diferentes actores, públicos y a veces no públicos –cuyos 
recursos, nexos institucionales e intereses varían- a fin de resolver de 
manera puntual un problema políticamente definido como colectivo. Este 
conjunto de decisiones y acciones da lugar a actos formales, con un grado 
de obligatoriedad variable, tendentes a modificar la conducta de grupos 
sociales que, se supone, originaron el problema colectivo a resolver 
(grupos-objetivo), en el interés de grupos sociales que padecen los efectos 
negativos del problema en cuestión (beneficiarios finales)”. (Subirats, 2008) 
 
Al iniciar un proceso de estudio relacionado con la política pública, este puede implicar dos 
dimensiones, que han sido exploradas y evidenciadas por Lasswell, (1993) 
 
 “(…) por un lado está el proceso de la política que, a grandes rasgos, nos da 
cuenta de lo que sucede en la toma de decisión: como se diseña esa política, 
porque y quienes intervienen y todo lo que acontece antes, durante, y después de 
su elaboración. Y, por otro lado, las necesidades de inteligencia del proceso, es 
decir toda la información técnica que se recaba, analiza y sistematiza para tomar 
una decisión, que tiene gran importancia en el proceso evaluador”. (Agencia 
Estatal de Evaluación de las Políticas Públicas y la Calidad de los Servicios, 2010, 
pág. 49) 
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En este contexto, se destaca el Marco de Análisis Secuencial, el cual se caracteriza por 
que divide el proceso de la política pública en diferentes fases, en las que se logra 
subdividir el objeto de estudio, como lo desarrolló Charles Jones a finales de la década de 
los años sesenta  mencionando Agenda Pública, Formulación, Decisión, Implementación 
y Evaluación, las cuales conforman lo que se ha denominado el Ciclo de la Política Pública 
y que para cada una de las etapas diferentes autores han profundizado desarrollando 
teorías y métodos. (Meny y Thoening, 1992, Vargas Velásquez, 1999 y Muller, 2002.) 
 
El marco secuencial de Análisis de políticas públicas, ha facilitado el desarrollo de 
corrientes teóricas y establecimiento de modelos por diferentes autores, como lo son el 
Positivismo, Postpositivismo, Teoría Critica y Constructivismo.  
 
En cuanto a las aproximaciones al proceso de políticas públicas, se encuentran las 
orientadas a los actores, es decir quien hace la política pública, quien o quienes dominan 
y por supuesto quien controla. 
 
Durante las últimas décadas, se han identificado corrientes constructivistas y de marco 
narrativo sobre el campo de análisis de las políticas públicas, que hablan de las 
construcciones del tipo de análisis discursivo y persuasivo orientadas a los factores 
cognitivos y que permiten ubicar e identificar objetos de estudio en el momento de la 
formulación de las políticas, para los que se buscan explicaciones del tipo intangibles, 
abstractas o generales.  
 
Esta corriente, expresa la necesidad de un debate que permita dinamizar nuevamente el 
contexto de las políticas públicas, mucho más que técnico, orientado hacia el intercambio 
en el escenario político, en el cual se pueda generar un aprendizaje mutuo entre los 
ciudadanos y las instituciones públicas para llegar, que facilite una posible mejor elección 
de las políticas públicas, mediante la dinámica de relación de la decisión pública, el 
aprendizaje social, el sistema de gobierno democracia, entre otros.  
 
Por ejemplo, se encuentra Giandomenico Majone (1997) quien propone la necesidad de 
revisar o regresar al escenario natural político, de la deliberación pública, al posibilitar la 
pertinencia e incidencia de los debates en torno a las políticas públicas, ya que define la 
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política pública como “un mecanismo de mediación, persuasión, comunicación y consenso 
que los gobiernos incorporan en su proceso de toma de decisiones.” (Majone, 1997) 
 
Lo anterior en el marco de un sistema de gobierno democrático y destacando la existencia 
del discurso crítico de la dialéctica, como la base del método de argumentación y 
persuasión que permite tipificar premisas, supuestos, opiniones o valores que sueles 
apoyar o criticas aquellos hechos comprobados o evidentes. 
1.4.2 Sobre Formulación 
 
En la fase de formulación, debe haber un establecimiento claro de las realidades 
nacionales inmersas en cada Estado, desde esta perspectiva, (Lozano, 2005) define tres 
escenarios de formulación: 
 
a. Las políticas como acciones de Gobierno, es decir, relacionadas a los 
énfasis y prioridades que se trasladan al andamiaje institucional de la 
administración pública con orientación operativa hacia el corto plazo en la 
temporalidad gubernamental. Generalmente la formulación es una tarea de 
los tecnócratas y especialistas quienes basados en la orientación de metas 
y prioridades construyen procesos que finalmente impactan en la 
institucionalidad pública. 
 
b. Como decisiones de autoridades públicas en el entramado institucional, se 
refiere a las acciones que las instituciones desarrollan de acuerdo a su 
marco legal de competencias. Es decir, a las instituciones públicas se les 
delega la rectoría de una competencia y deberá impulsarla hacia o en 
coordinación con todo el entramado interinstitucional que corresponda.    
 
c. Como actividad de analistas, en las que se resalta el diseño por parte de 
expertos quienes con el instrumental prospectivo y de diagnóstico técnico 
científico, hacen las interpretaciones de la realidad bajo diversas variables 
y proponen decisiones y acciones de Gobierno en el corto plazo y su 
impacto en el largo horizonte de tiempo en el Estado.  




Por su parte Roth contextualiza la formulación en un escenario donde si bien el Estado 
detenta el poder, en materia de decisiones, influyen múltiples actores, teniendo en cuenta 
los intereses y los recursos disponibles. 
 
De esta manera el proceso de formulación de decisiones “permite seleccionar cuál de las 
distintas alternativas existentes para disminuir la tensión entre el ser (la situación presente) 
y el deber ser (la situación deseada) es la más apropiada y factible” (Roth Deubel, 2012) 
 
¿Pero cómo se puede generar un proceso de formulación?  Básicamente se disponen de 
algunas metodologías, que tienen como finalidad orientar el diseño de una solución, por 
ejemplo, la Cascada de Metas y Objetivos, el cual consiste en fijar una meta que nunca 
será totalmente lograda, el objetivo consiste en la medida operacional para acercarse al 
cómo. Con ello se busca facilitar los niveles de decisión y de intervención ya que se tiene 
claro la diferencia y el rol de cada aspecto de esta metodología. 
  
Posteriormente y ya teniendo definida la meta, el segundo paso radica en “ponderar los 
distintos objetivos que pretenden facilitar la realización de una meta.” (Roth Deubel, 2012, 
pág. 78) 
 
A su vez Alejo Vargas menciona que “formular una política no es otra cosa que escoger 
entre dos o más alternativas o caminos de acción posible” (p.60), recalcando que está 
condicionada por un juego de fuerzas, por la presencia, movilización de diferentes actores 
tanto políticos, económicos y sociales. 
 
Define entonces Vargas la formulación como  
 
aquel momento en el cual las instituciones estatales o el sistema político 
institucional valoran las posibles alternativas, reciben presiones de actores con 
poder (lo ideal sería que todos los actores involucrados pudieran participar en la 
definición), negocian o concertan y finalmente llegan a la decisión”  (Velásquez, 
1999, pág. 73) 
 
En este escenario también se reitera que con ello el  
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proyecto político del gobierno (dominante) condiciona el tipo de respuesta y en 
cierta medida (pero no en su totalidad), se expresa en el plan de desarrollo; es 
difícil pensar una política pública especifica que vaya en contravía de los que 
podemos denominar las mega políticas o políticas básicas de cada momento. 
(Velásquez, 1999, pág. 78.) 
 
Las perspectivas de acercamiento sobre la fase de formulación, se tendrán en cuenta, 
porque se puede observar la identificación de estrategias de exploración de alternativas y 
problemas, elaboración de instrumentos, búsqueda y análisis  de información, la necesidad 
de perfilar una lectura y postura política sobre el análisis, decisión y formulación de políticas 
públicas, investigación en políticas públicas y a su vez el ejercicio práctico representado 
en debates técnicos, que se caracteriza por que fragmenta el proceso de la política pública 
en diferentes etapas o fases, en las que se logra subdividir el objeto de estudio en las 
etapas desarrolladas por Charles Jones a finales de la década de los años sesenta de 
Agenda Pública, Formulación, Decisión, Implementación y Evaluación, las cuales 
conforman lo que se ha denominado el Ciclo de la Política Pública y que para cada una de 
las etapas diferentes autores han profundizado desarrollando teorías y métodos. (Meny y 
Thoening (1992), Vargas Velásquez (1999) y Muller (2002) 
 
Presentándose en el contexto una dinámica muy fuerte entre la racionalidad técnica y 
política, que evidencia la realidad de los sistemas políticos, pero que también expresa esa 
gran diferencia entre lo expuesto en un discurso político y lo que realmente se decide y 
ejecuta.  
 
De esta manera se presentan con fuerza dos enfoques durante el  
 
proceso de análisis y decisión puede asumir dos enfoques. Por una parte se 
puede tener la perspectiva racional en donde se parte, similar a la teoría 
económica neoclásica, que un individuo o un grupo, actúan con criterios 
racionales estrictos , siendo capaz de establecer un orden de prioridades en sus 
propios valores y en los consiguientes objetivos, puede conocer todos los medios 
y contextos necesarios para alcanzarlos, tiene capacidad para evaluar las 
consecuencias de cada medio a su alcance, establecer o calcular los costos de 
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cada alternativa, siendo posible escoger una opción que maximice los beneficios 
y minimice los costos . (Subirats, 2008) 
  
Por otra parte, se evidencia que, ante la presencia de múltiples actores, estos no 
necesariamente se deben caracterizar por acciones totalmente técnicas, como bien lo 
mencionan Meny y Thoenig  
 
se asume que los actores sociales tienen una racionalidad limitada, en donde los 
procesos de decisión son complejos, interactuando actores sociales que buscan 
obtener sus objetivos, en ambientes de incertidumbre, riesgo y conflicto, donde 
las instituciones expresadas en organizaciones, cultura, normas y disposiciones 
formales e informales inciden en los procesos de formulación y decisión de 
políticas públicas. (Meny & Thoenig, 1992) 
 
De esta forma se visibilizan claramente dos posturas respecto a la formulación de políticas 
públicas, en cuanto a las acciones y características de sus actores ya que esta  
 
“el enfoque de acción racional, basado en la teoría económica neoclásica 
que establece que el actor busca a través de sus elecciones determinados 
fines y su único objetivo es maximizar la utilidad. Por otra parte, se tiene el 
enfoque de racionalidad limitada, el cual plantea los límites de los procesos 
racionales de los actores en la medida en que el contexto estratégico u 
orden institucional donde se lleva a cabo la política pública, no son como 
una simple agregación de preferencias, sino estructuras que modelan, por 
lo que se da la inestabilidad, la imprecisión y el carácter endógeno que tiene 
el proceso de formación de preferencias en cada uno de los actores (Klijn 
E, 1998). 
 
Es necesario evidenciar que el proceso de formulación de una política pública, en la cual 
están inmersos diferentes intereses se identifica “el proceder de los actores sociales siguen 
reglas normativas apropiadas, sujetos a ciertas restricciones impuestas por las 
consecuencias, la racionalidad se manifiesta por medio de un comportamiento apropiado 
al entorno en donde se desenvuelve el actor”. (March y Olsen, 1997) 
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Por ello si bien existe toda una teoría sobre un proceso de formulación de políticas 
públicas, con la mayor rigurosidad, es claro que existe todo un ejercicio de enfrentamientos 
de poderes, que deben argumentar cada interés, con lo cual 
 
se considera la necesidad de integrar posiciones, específicamente de 
establecer una visión integradora entre actor y la estructura. Una forma de 
hacerlo es por medio del enfoque de redes de políticas públicas. Esta 
perspectiva plantea que cada sector de actividad pública conforma una red 
de actores públicos y privados interesados en esos ámbitos, cuyas 
relaciones se dan en un marco institucional e influyen en el comportamiento 
de los actores como en los resultados de las políticas”. (Klijn, 1998) 
 
Fisher por su parte menciona que las políticas públicas son construcciones discursivas 
 
plantea, desde la crítica de los enfoques tradicionales empiricistas de 
estudios de políticas públicas, una nueva perspectiva: el análisis discursivo 
de la política pública. Este enfoque pretende el entendimiento de la 
construcción social de la realidad y sus significados sociales; a su vez 
resalta la importancia del discurso, no solo por dar cuenta de las 
subjetividades de los diferentes actores que intervienen, sino, además, por 
ser aquel en el que es posible la transformación tanto de las acciones como 
de los pensamientos”, (Rincón y Celis, 2010, pág. 257, citado por Pirazan y 
Ríos p. 54, 2014) 
 
Este autor nos muestra básicamente la importancia de la existencia y reconocimiento  
 
diferentes discursos, definiciones y conceptos que tienen los actores que 
intervienen en el proceso de la política pública, y cómo estas concepciones se 
hayan implícitas en la posición que asumen los actores frente al cómo debe ser la 
política. Y esto es posible dilucidarlo porque el enfoque se ocupa del papel central 
del lenguaje, la argumentación política, y en particular las cuestiones normativas 
que son el sustento de las posiciones frente a la política pública” (Fischer, p. 14, 
2003, citado por Pirazan y Ríos p. 54, 2014) 
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También se encuentra una la perspectiva del análisis narrativo de políticas propuesto por 
Emery Roe que da cuenta del mencionado giro argumentativo de las políticas públicas y 
estima que alrededor de cada política se tejen relatos elaborados por distintos actores, que 
mantienen una estructura, su desarrollo y buscan un desenlace para ello, surge en un 
momento o contexto que se va a identificar una problemática o se toma una decisión 
pública, según Roth Deubel  
 
“(…) dicho de otro modo, el análisis narrativo permite subrayar el importante papel 
de los diversos relatos de políticas existentes en la formulación de los problemas 
políticos y la formación de las políticas públicas, particularmente en los asuntos 
de políticas complejos e inciertos y que suscitan polarización”. (2007, pág. 57)  
1.4.3 Modelo de análisis de políticas públicas operativo 
 
Ahora bien, se considera apropiado para el desarrollo de este trabajo abordar el marco 
secuencial de políticas públicas tomando como referente teórico “un modelo de análisis de 
políticas públicas centrado en la conducta, tanto individual como colectiva, de los actores 
implicados en las diferentes etapas de una política pública” (Subirats, Joan, 2007, pág. 10) 
 
En este modelo es relevante señalar que una política pública se define básicamente como 
una  
concatenación de decisiones o de acciones, intencionalmente coherentes, tomadas 
por diferentes actores, públicos y ocasionalmente privados –cuyos recursos, nexos 
institucionales e intereses varían–, a fin de resolver de manera puntual un problema 
políticamente definido como colectivo. Este conjunto de decisiones y acciones da 
lugar a actos formales, con un grado de obligatoriedad variable, tendientes a 
modificar el comportamiento de grupos sociales que, se supone, originan el 
problema colectivo a resolver (grupos-objetivo), en el interés de grupos sociales que 
padecen los efectos negativos del problema en cuestión (beneficiarios finales). 
(Subirats, Joan, 2007, pág. 12) 
 
Para este modelo es importante mencionar el desarrollo tres variables “que actúan como 
variables explicativas de los diversos productos de las políticas públicas: los actores, los 
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recursos que activan y el ámbito institucional en el que lo hacen” (Subirats, Joan, 2007, 
pág. 10)  
 
En el caso de los actores, este modelo sugiere que todo individuo o desde lo colectivo 
como grupo social que se encuentre de alguna manera “ vinculado con el problema que 
origina la política pública debe considerarse actor potencial del “espacio” de la mencionada 
política, aun si (momentáneamente) es incapaz de emprender acciones concretas durante 
una o varias de las fases de una intervención pública” (Subirats, Joan, 2007, pág. 12) 
  
Es relevante señalar entonces que el (los) actor(es) y su(s) conductas puede tener dos 
tendencias, una de nivel directo y otra indirecto; esta connotación  
 
dependerá, entre otras cosas, de la conciencia que el actor tenga de sus propios 
intereses, de su capacidad para activar recursos y construir coaliciones que le 
permitan defender sus derechos, así como de su decisión estratégica de pasar a la 
acción o mantenerse fuera de la arena donde se toman las decisiones. (Subirats, 
Joan, 2007, pág. 12) 
 
En este modelo es clave entender que los actores mantienen o se les posibilita según el 
escenario un cierto “margen de apreciación y de maniobra (..) ya que ningún ámbito, ya 
sea social o político, está perfectamente estructurado, controlado o regulado. (Subirats, 
Joan, 2007, pág. 13)  
 
Esta situación facilita que en cualquier tipo de contexto los diferentes actores demuestren 
tener la capacidad de utilizar para sus propios beneficios “conscientemente “zonas de 
incertidumbre” inherentes al funcionamiento interno de las organizaciones político 
administrativas, a las reglas formales y a las normas sociales, para promover sus propios 
valores, ideas e intereses, ” (Subirats, Joan, 2007, pág. 14) sin dejar de lado la racionalidad 
de los individuos y de los grupos sociales puede encontrarse supedita al “orden cognitivo, 
afectivo, cultural, y  sus motivaciones son múltiples, sobre todo porque dependen de la 
biografía del individuo o del grupo social en cuestión, así como de la situación momentánea 
que genera límites u oportunidades para la acción.” (Subirats, Joan, 2007, pág. 14) 
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En este sentido Subirats (2007) en su artículo Hacia un modelo de análisis de políticas 
públicas operativo. Un enfoque basado en los actores, sus recursos y las instituciones, 
esquematiza la dinámica existente llamándola triangulo de actores; 
 
 
Figura 1-2 Triangulo de Actores  
 
Fuente: Tomado de (Subirats, Joan, 2007) 
 
En la anterior grafica se logra evidenciar que en la parte superior se encuentran aquellos 
actores públicos que generan todo el andamiaje institucional, organizacional y jurídico de 
los asuntos públicos, ya que son los que generan y en muchas situaciones ejecutan una 
decisión pública, por lo cual se debe tener claro un carácter muy fuerte de responsabilidad.  
 
En los vértices inferiores se encuentran referenciados dos grupos denominados los 
grupos-objetivos y los beneficiarios finales. Para el primer caso “están compuestos por 
personas (físicas o morales) y organizaciones de tales personas, cuyo comportamiento se 
considera, políticamente, la causa (in) directa del problema colectivo que la política pública 
intenta resolver” (Subirats, Joan, 2007, pág. 16) 
 
En cuanto a los beneficiarios finales se describen como las personas y las asociaciones a  
“quienes el problema colectivo daña directamente, es decir, quienes padecen sus efectos 
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negativos (…) pueden esperar, como resultado de la ejecución eficaz de la política pública, 
una (eventual) mejoría de su condición económica, social, profesional, ambiental.” 
(Subirats, Joan, 2007, pág. 17) 
  
Es necesario señalar que en la categoría de beneficiarios finales se desarrollan los grupos 
denominados terciarios que “lo conforman el conjunto de personas (físicas y morales) y las 
organizaciones que representan los intereses de tales personas, quienes sin que la política 
pública les esté directamente destinada, ven modificar su situación individual o colectiva 
de manera duradera”. (Subirats, Joan, 2007, pág. 17) 
 
En este orden la relación entre estos grupos y su dinámica de interacción están señaladas 
por el modelo causal en el que se sostiene la política pública “(…) conformado por la 
hipótesis causal y la hipótesis de intervención (la primera) aporta una respuesta política a 
la cuestión de saber quién o qué es culpable u objetivamente responsable (es decir, sin 
culpabilidad subjetiva) del problema colectivo a resolver” (Subirats, Joan, 2007, pág. 18) 
 
Por su parte la hipótesis de intervención menciona cómo logra “atenuarse o incluso 
resolverse el problema colectivo en cuestión, a través de una política pública. Define las 
modalidades de intervención estatal que influirán en las decisiones y las acciones de los 
grupos-objetivo designados para que estas sean compatibles con los objetivos políticos.” 
(Subirats, Joan, 2007, pág. 19) 
 
En cuanto a la segunda variable de este modelo, es decir los recursos, es claro que una 
“una política pública no se establece ni se ejecuta en un espacio vacío ya que los recursos 
disponibles influyen, desde un principio y de forma definitiva, en sus resultados intermedios 
y finales” (Subirats, Joan, 2007, pág. 21) 
 
Se hace relevante comprender los recursos con los cuales “dispone cada tipo de actor y 
qué modificaciones relativas al acceso y a la utilización de los mismos (exclusividad, no 
exclusividad), así como su cantidad (rivalidad versus no rivalidad en su consumo), se 
establecen en las reglas institucionales específicas de una política pública” (Subirats, Joan, 
2007, pág. 22) 
Para el caso de esta variable se propone la existencia de diez (10) recursos por parte de 
los actores durante el ciclo de política pública, que se relacionan a continuación:  




Figura 1-3 Diez Tipos de Recursos  
 
 
Fuente: Elaboración propia, con base en la información señalada por (Subirats, Joan, 2007) 
 
En cuanto a la tercera variable, las instituciones “determinan la disponibilidad y la viabilidad 
de explotación de los recursos para los diversos actores y para cada uno de los niveles del 
proceso de toma de decisiones de la política. Constituyen las reglas del juego, que pueden 
significar oportunidades u obstáculos para los actores.” (Subirats, Joan, 2007, pág. 24) 
 
Para el caso este modelo se hace necesario realizar una “conversión” , es decir  
 
 volver operativo el concepto de reglas institucionales y facilitar la investigación 
empírica, se propone la combinación de dos perspectivas: la primera –inspirada en 
las ciencias jurídica y administrativa– se basa en la idea de una jerarquía de normas 
e instituciones; la segunda –inspirada en la nueva economía institucional– tiene 
como objetivo fundamental ubicar los diversos tipos de reglas que los actores 
negocian entre sí (en ocasiones solo por voluntad propia) para organizar sus 
interacciones. (Subirats, Joan, 2007, pág. 25) 















6. Consenso:  capital 
de legitimidad 
7. Tiempo: espacios 




dotación de bienes 
públicos
9. Apoyo politico:  
aceptabilidad potencial 
de la política pública
10. Fuerza:  políticas 
de seguridad o de 
defensa
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1.4.4 Participación ciudadana en la formulación de políticas públicas  
 
Los cambios en la relación del Estado y el ciudadano han promovido la generación de 
espacios donde se posibilita un “encuentro entre ciudadanos y sus gobernantes y entre las 
necesidades de la población y las decisiones de la autoridad”. (Morales, 2015) 
 
En este caso la participación ciudadanía según Holguín  
 
hace referencia a una serie de procesos mediante los cuales los ciudadanos de 
forma individual o colectiva, participan en los procesos de toma de decisiones sobre 
asuntos públicos o privados que afecten las dimensiones políticas, económicas, 
sociales, culturales y ambientales que rodean sus contextos de vida; de este modo, 
busca aportar a los procesos de desarrollo del ser humano y de las colectividades 
en las que éste interactúa. (Holguin, 2013) 
 
Esta participación obedece a lograr una acción de cambio en diferentes asuntos públicos, 
donde una sumatoria de actores desea intervenir ya que sea en la generación de espacios 
para la discusión y reflexión relacionados con el logro de acuerdos o conflictos, teniendo 
en cuenta los niveles de gobernanza, con la finalidad de influir en los procesos de la toma 
de decisiones o en un escenario del control a la gestión pública. 
 
De esta manera y de una perspectiva más institucional Prieto (2009) afirma que “la 
participación es una forma de institucionalización de las relaciones políticas que se basa 
en una mayor implicación de los ciudadanos y sus asociaciones cívicas tanto en la 
formulación como en la ejecución y el control de las políticas públicas”. 
 
En el caso colombiano desde la reforma institucional y administrativa en la década de los 
noventa y bajo el marco de un Estado Social de Derecho con un enfoque hacia la gestión 
se crearon e institucionalizaron herramientas relacionados con la participación y control de 
gestión orientadas a la implementación de sistemas de gestión.  
 
En este escenario por ejemplo se articulan sistemas de control que permitan una mayor 
transparencia en las decisiones públicas implementadas, con lo cual en el ideario se 
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convertirá en un proceso que coadyuve a una elección de políticas donde se fomenta la 
participación ciudadana. 
 
Por ello al tratar de analizar la existencia de una relación entre la participación ciudadana 
y la generación de políticas públicas es importante mencionar que  
 
hay una estrecha relación entre ambos conceptos, pues la participación ciudadana 
se define como un elemento esencial para influenciar las decisiones políticas, 
mientras que las políticas públicas son respuestas a demandas elaboradas por la 
ciudadanía: hay correlación directa entre ambas. Sin embargo, en la elaboración de 
políticas vemos que no siempre se incluye a la ciudadanía democráticamente. 
(Castillo, 2017, pág. 171) 
1.5 Metodología  
 
Para el desarrollo del presente documento se realizó bajo la metodología cualitativa de 
orden descriptivo, en donde se validará la hipótesis propuesta por medio de la recopilación 
y análisis de información. Se genero de la siguiente manera: 
 
1.5.1 Metodología General  
Es un proceso de investigación cualitativa 2 de orden descriptivo, donde se establece una 
línea de interpretación sobre fenómenos políticos, económicos, sociales y ámbitos 
institucionales.   
 
Se llevo a cabo mediante métodos deductivos e inductivos, partiendo del planteamiento 
del problema de investigación, se propuso la hipótesis de trabajo, los objetivos, marcó de 
 
 
2 “La metodología cualitativa se refiere, entonces, a procedimientos que posibilitan una construcción 
de conocimiento que ocurre sobre la base de conceptos. Son los conceptos los que permiten la 
reducción de complejidad y es mediante el establecimiento de relaciones entre estos conceptos que 
se genera la coherencia interna del producto científico”. (Krause, 1995) 
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referencia y con la finalidad de presentar  resultados de la investigación, se articularon en 
el tercer y cuarto capítulo. 
 
La metodología aplicada se centró en el desarrollo de una investigación de naturaleza 
cualitativa, cuyo alcance es de tipo explicativo, porque permitió según señala Dankhe 
(1989)  
 
Describir conceptos o fenómenos del establecimiento de relaciones entre variables, 
(…) orientados a responder a las causas de los fenómenos de los eventos, sociales 
y económicos; es decir explicar por qué ocurre un fenómeno y en qué condiciones 
se da éste o porqué dos o más variables están relacionadas (p. 48.)  
  
De ahí que, en una primera fase de desarrollo del trabajo se realiza una revisión teórica y 
documental donde se confrontan y relacionan postulados en el marco de las corrientes 
discursivas que estudian variables relacionadas con la formulación, la decisión pública, 
análisis de política públicas a través de bibliografía de carácter teórico, técnico, oficial y 
páginas Web institucionales. 
 
Resultado de la revisión teórica se definió como marco de análisis el “modelo de análisis 
de políticas públicas operativo” de Subirats, ya que se centra  
 
en la conducta, tanto individual como colectiva, de los actores implicados en las 
diferentes etapas de una política pública. Se postula que el contenido y las 
características institucionales de una acción pública (..) son el resultado de las 
interacciones entre, por un lado, las autoridades político-administrativas y, por el 
otro, los grupos sociales que causan o que soportan los efectos negativos del 
problema colectivo que la acción pública intenta resolver. (Subirats, Joan, 2007, 
pág. 10) 
 
Este marco de análisis permite identificar tres variables; los actores, recursos e 
instituciones; para el caso de los actores señala tres: 
 
a. Autoridades político-administrativas quienes elaboran y aplican la política pública 
b. Beneficiarios finales quienes padecen los efectos negativos del problema 
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c. Grupos-objetivo quienes causan el problema (Subirats, Joan, 2007, pág. 17) 
 
En cuanto a los recursos los clasifica en diez, como lo son el dinero, tiempo, consenso, 
organización, derecho, infraestructura, información, personal, fuerza, apoyo político, es 
importante mencionar que “estos recursos se encuentran repartidos de manera desigual 
entre los actores participantes en las diversas etapas del ciclo de una política pública”. 
(Subirats, Joan, 2007, pág. 18) 
 
Y para el caso de las instituciones se materializa en las reglas institucionales que 
finalmente demuestran “la disponibilidad y la viabilidad de explotación de los recursos para 
los diversos actores y para cada uno de los niveles del proceso de toma de decisiones de 
la política. Constituyen las reglas del juego, que pueden significar oportunidades u 
obstáculos para los actores”. (Subirats, Joan, 2007, pág. 22) 
 
Por tal razón el capítulo dos se desarrolla teniendo en cuenta los actores planteados por 
Subirats relacionando un marco normativo e institucional que permite evidenciar las 
autoridades político-administrativas presentes en el subsector; a ello se le suma los 
recursos, como el andamiaje jurídico, el capital económico, la información que se disponga, 
la capacidad organizacional y la legitimidad.  
 
De igual manera se avanzó en la identificación del contexto de la institucionalización de la 
formulación en el Modelo de Gestión del Estado mediante los planes nacionales de 
desarrollo y como se vinculan en el sector energético.  
 
Para el caso del capítulo tres, teniendo en cuenta que Subirats plantea la existencia de un 
triángulo de actores dentro de una política pública logrando señalar cómo se posicionan y 
se relacionan entre sí; esto permitió identificar diferentes roles y discursos de intervención 
de los actores en la formulación de política pública del subsector eléctrico.  
 
De igual forma se utilizó la técnica de entrevista, a partir de cuestionarios de preguntas 
abiertas, que facilitaron respuestas amplias, por medio de lo cual se logró obtener una 
visión específica sobre la funcionalidad de la fase de formulación en el marco del sector 
energético, las cuales se hicieron a  funcionarios públicos vinculados con instituciones de 
nivel nacional que se han venido desempeñando a la fecha con funciones y actividades 
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relacionadas con la construcción,  toma de decisiones, el sistema nacional de planeación 
y la evaluación de políticas públicas, sin embargo no autorizaron la publicación de las 









2. Marco normativo e institucional 
 
2.1 Marco Normativo 
 
Con la finalidad de garantizar una revisión más completa sobre aspectos claves que 
intervienen en el objetivo central de estudio, se considera oportuno plantear tres ámbitos 
para desarrollar el marco normativo e institucional. 
 
El primero de ellos referente a la composición organizacional del sector minero energético 
haciendo énfasis en el subsector eléctrico con base en el Decreto 1073 de 2015; en 
segundo lugar, lo pertinente a la prestación de servicios públicos correspondiente a las 
Leyes 142 y 143 de 1994 y finalmente, en un tercer momento lo dispuesto para formulación 
de políticas públicas y el modelo de gestión pública vigente en el Estado colombiano. 
 
Este marco normativo e institucional permite evidenciar los actores claves de la política 
pública, los recursos como el derecho, el capital y la organización y finalmente las 
instituciones, con lo cual se posibilita conocer el 
 
arreglo político-administrativo, (es decir el) conjunto estructurado por las reglas de 
derecho que rigen las competencias y los procesos administrativos y por otras 
reglas institucionales menos formales, en el cual se reúnen todos los actores 
públicos implicados en la elaboración y ejecución de una política pública. (Subirats, 




2.1.1 Sector Minero- Energético 
 
Mediante el Decreto Único Reglamentario Número 1073 del 2015 se establece el sector 
administrativo de minas y energía y su régimen reglamentario que tiene como objeto 
“compilar la normatividad vigente expedida por el Gobierno Nacional mediante las 
facultades reglamentarias conferidas por el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución 
Política al Presidente de la República para para la cumplida ejecución de las leyes”. 
(Departamento Administrativo de Función Pública, 2018) 
 
Este Decreto sectorial representa “las reglas institucionales (y) determinan la disponibilidad 
y la viabilidad de explotación de los recursos para los diversos actores y para cada uno de 
los niveles del proceso de toma de decisiones de la política. Constituyen las reglas del 
juego, que pueden significar oportunidades u obstáculos para los actores” (Subirats, Joan, 
2007, pág. 24), como bien lo expresa Subirats en su modelo de análisis.  
 
En la actualidad el sector administrativo de Minas y Energía está constituido por seis (6) 
entidades adscritas, quince (15) vinculadas y el Ministerio siendo la cabeza del sector;  este 
último que “tiene como objetivo formular, adoptar, dirigir y coordinar las políticas, planes y 
programas del Sector de Minas y Energía” (Departamento Administrativo de la Función 
Pública, 2019), para un total de veintidós (22) organizaciones públicas.  
  
En el nivel central, se ubica el Ministerio de Minas y Energía y Unidades administrativas 
especiales sin Personería Jurídica, en este caso la Comisión de Regulación de Energía, 
Gas y Combustibles (CREG) y por su parte en el sector descentralizado se configuran las 



















Fuente: Tomado de Departamento Administrativo de la Función Pública-DAFP- (Departamento 
Administrativo de la Función Pública, 2019) 
 
Su estructura vigente ha sido producto de un proceso de ajustes institucionales, que van 
desde las implicaciones derivadas por la adopción de un modelo económico desde la 
década de los noventa y la reconfiguración en el rol del Estado mediante la expedición de 
una nueva Constitución Política. 
 
Es importante mencionar que el sector minero-energético mantuvo inicialmente un 
prolongado proceso de intervención estatal, funcionando de manera centralizada, donde 
el poder monopólico se encontraba en cada una de las actividades de generación, 
trasmisión y distribución de la energía eléctrica. 
 
Por su parte el desarrollo del sector a nivel territorial se desplegó principalmente con el 
surgimiento de Interconexión Eléctrica S.A -ISA en 1967, permitiendo que por primera vez 
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el sistema eléctrico colombiano se interconectara, acercando la posibilidad de lograr un 
proceso de expansión del suministro de electricidad a la mayoría de regiones, sin embargo 
este objetivo no se ha concretado completamente, ya que a la fecha aún existen zonas del 
país que no tienen acceso a la energía o si bien cuentan con él servicio no refleja ningún 
principio de eficiencia, que se suponía ofrecía el modelo adoptado después de la crisis de 
1991. 
 
Durante la década de los años ochenta, el modelo intervencionista del Estado en las 
actividades generadoras de servicios públicos entro en crisis, no solo en Colombia sino en 
varios países de la región, donde se señalaba que la era de los monopolios del Estado 
para el suministro de servicios públicos resultaba contraproducente para las finanzas 
públicas como para los ciudadanos, por ejemplo en Reino Unido y más cerca de nuestro 
país, Chile realizaron grandes reformas en diferentes sectores, entre ellos el eléctrico. 
 
Para Colombia, las causas señaladas para realizar un cambio en el modelo de prestación 
del servicio eléctrico, según el concepto del exministro de Hacienda y Crédito Público Luis 
Fernando Alarcón Mantilla enviado a la Corte Constitucional en el marco de la revisión de 
la declaración de Estado de Emergencia Económica y Social consistieron en que “la 
situación financiera del sector incide de manera indirecta en el racionamiento. La no 
disponibilidad de recursos condujo a un inapropiado mantenimiento de las plantas y a una 
operación de los embalses que en última instancia aumentó el tamaño de los 
racionamientos" (Corte Constitucional, 1992) 
 
Entre las causas de este desarreglo financiero menciona Alarcón Mantilla las siguientes: 
 
"Unos niveles tarifarios insuficientes para recuperar los costos económicos de la 
prestación del servicio; la construcción de algunos proyectos que no eran los más 
recomendables desde el punto de vista de la economía nacional; el cambio abrupto 
en los plazos para el pago de los créditos del Banco Mundial y el desgreño 
administrativo de las empresas del sector, que ha incrementado los costos” (Corte 
Constitucional, 1992) 
 




Por su parte el experto y exministro Carlos Rodado Noriega menciona que los factores 
climáticos "sí influyeron, pero no fueron los factores determinantes del actual 
racionamiento" (Corte Constitucional, 1992) 
 
Complementa el exministro Rodado en el concepto remitido a la Corte Constitucional que 
Colombia 
 no cuenta con una capacidad de almacenamiento de agua que permita operar 
tranquila y confiablemente todas las turbinas instaladas en periodos de verano. En 
efecto, los 15 embalses del sistema interconectado tienen un volumen útil de 
aproximadamente 6.000 millones de metros cúbicos de agua, y la energía 
equivalente almacenada es de unos 11.000 gigavatios-hora, de los cuales sólo unos 
9.000 (por limitaciones técnicas) se pueden desembalsar (generar) en forma 
efectiva. Estos 9.000 gigavatios-hora equivalen a 3 meses de consumo (o de 
demanda) de energía de un país como Colombia, lo que es evidentemente 
insuficiente. (Corte Constitucional, 1992) 
 
Recalca Rodado que “no se han construido embalses grandes no sólo por restricciones 
financieras, y por la oposición que se ha suscitado en ciertos sectores preocupados por los 
impactos ambientales de los megaproyectos hidroeléctricos, sino también por la política de 
reducir las inversiones en un sector que se consideraba sobredimensionado.” (Corte 
Constitucional, 1992) 
 
Según el Gobierno Nacional una de las causas del cambio de modelo de prestación del 
servicio eléctrico menciona que 
 
“durante toda la década de los ochenta, las utilidades después del pago de intereses 
estaban por debajo del 5% y continuaron descendiendo hasta llegar a ser negativas 
después de 1988. Para 1990, los ingresos totales (sin costos operacionales) eran 
de 700 millones de dólares, mientras que el servicio de la deuda ascendía a 1.870 
millones de dólares, lo que dejaba una generación interna negativa de 1.170 




Lo cual según Rezonzew (2018) el sector eléctrico estaba en una situación donde  “los 
recursos generados no eran lo suficientemente elevados ni para cubrir la deuda, ni para 
darse el lujo de saldar deuda de los proyectos  que se encontraran en periodo de 
construcción, ni para emprender  nuevos proyectos de inversión y/o infraestructura.” 
(Rezonzew, 2018, pág. 47) 
 
Por tal motivo según el proyecto de Ley presentado por el Gobierno Nacional “el 
endeudamiento agudizó los problemas financieros de proyectos hidroeléctricos con largos 
periodos de construcción (…) los niveles de amortización de préstamos eran tan altos que 
era imposible trasladar los efectos de estas gravosas condiciones a los usuarios y 
consumidores” (Rezonzew, 2018, pág. 48) 
 
El Banco Mundial sobre la situación anterior señala que “la mayor parte de las inversiones 
realizadas se concentraron únicamente en la expansión de la capacidad de generación 
(…) lo que dejo del lado los esfuerzos por aumentar la calidad en la distribución.” 
(Rezonzew, 2018, pág. 49) 
 
De igual forma el mismo organismo menciona que las “bajas tarifas eran fruto de un 
sistema de subsidios poco riguroso y con escasos análisis socioeconómicos, que impedía 
diagnósticos adecuados sobre sus beneficiarios. En muchas ocasiones, dichos programas 
terminaban subsidiando a familias pudientes de las ciudades que realmente no lo 
necesitaban.” (Rezonzew, 2018, pág. 49) 
 
Por tal motivo la respuesta gubernamental se ampara en el escenario de apertura 
económica que generaría una “mayor competitividad de los mercados y por el fomento de 
la inversión privada (…) propone la vigencia del sistema de precios como mecanismo 
principal para la asignación de recursos en el sector energético ” (Unidad de Planeación 
Minero Energetica, s.f., pág. 8) 
 
Lo que se resumen entonces que existía una proliferación y pésima distribución de 
subsidios y la politización de las empresas del sector público convirtiéndose en un botín 
más político que descuidó la parte técnica, lo cual se expresó en un escenario de 
sobrecostos para el Estado, configurándose en una gran carga fiscal, en algunos casos, 
sumado a la falta del servicio en la mayoría del territorio colombiano, la ineficiencia en el 




mantenimiento de redes y la falta de planeación estatal para resolver situaciones de crisis 
como la ocurrida en los años noventa, no era un muy bien escenario en el cual se formulaba 
e implementaba decisiones en el sector.  
 
Dando una respuesta institucional a la crisis energética sufrida en los años noventa, el 
Estado se vio limitado para garantizar el servicio de electricidad 
 
viendo la difícil situación financiera y de suministro, el Estado decide empezar a 
vender las empresas a inversionistas privados más no lleva a cabo un proceso de 
privatización como había ocurrido en países vecinos. Es así como las empresas 
privadas inician su participación activa y actual en el sector de energía eléctrica y 
se crea el mercado de energía eléctrica con el que se cuenta hoy en día en 
Colombia”. (Corzo Ascanio, 2013, pág. 13) 
 
Por tal motivo “la adecuación de instituciones, de la normatividad y de las reglas de juego 
para la competencia y participación privada en el sistema energético” (Unidad de 
Planeación Minero Energetica, s.f., pág. 35) se empezaron a promover como una 
modernización institucional por parte del Gobierno Nacional. 
 
De esta manera en la década de los noventa, Colombia atravesó un proceso de cambios 
políticos y económicos, que definieron el papel del Estado y su grado de intervención, en 
muchas actividades públicas, uno de ellos fue precisamente el sector minero energético 
con la apertura a la participación privada y replicando algunas medidas de otros países se 
generó un marco normativo con las leyes 142 y 143 de 1994, sobre servicios públicos y 
energía eléctrica respectivamente, donde se establecieron las principales condiciones de 
regulación, bajo un esquema de mayor competencia, permitiendo inversión pública y 
privada, eliminando la integración vertical y buscando una separación entre las actividades 
de trasmisión, distribución y generación. 
 
Ya que según el Gobierno Nacional “muchas de las empresas (…) que hasta ese momento 
habían prestado el servicio habían perdido la credibilidad pública por diversos factores 
como excesos en la planta de personal, actitud laxa de las administraciones, baja 
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productividad, recaudación insuficiente” (Rezonzew, 2018, pág. 50) se propició la 
oportunidad de justificar una reforma al sector. 
 
Debido a estas dinámicas, la estructura organizacional del sector se modificó, creándose 
nuevas entidades públicas, que permitieran implementar un nuevo modelo de negocio en 
la prestación del servicio eléctrico promoviendo “la descentralización administrativa y la 
internacionalización de la economía, es necesario definir el papel del Estado, del sector 
privado y de la sociedad civil en el análisis de opciones estratégicas.” (Unidad de 
Planeación Minero Energetica, s.f., pág. 37) 
 
Tal y como lo menciona Subirats el recurso organizacional “se apoya en las estructuras 
internas del arreglo político-administrativo, es decir, en su capacidad de organizar los 
procesos de interacción entre ellos y en la presencia de valores colectivos comúnmente 
compartidos y renovados constantemente en la acción”. (Subirats, Joan, 2007, pág. 21) 
 
Uno de las decisiones principales, se orientó al fortalecimiento de la parte técnica del 
sector, ello con la creación de Unidad de Planeación Minero Energética UPME “unidad 
administrativa especial adscrita al Ministerio de Minas y Energía. Su principal función es la 
elaboración de los planes de expansión referentes al sector eléctrico. Dicha revisión busca 
que se desarrollen planes que sean viables financiera, económica y ambientalmente.” 
(Unidad de Planeación Minero Energética, 2016) 
 
El Ministerio de Minas y Energía siguió siendo la autoridad administrativa cabeza del 
sector, que cuenta con la responsabilidad de la definición de las políticas públicas en 
materia minero energética, por ejemplo, se encuentra en la obligación de “formular, 
adoptar, dirigir y coordinar la política en materia de generación, transmisión, distribución y 
comercialización de energía eléctrica.” (Artículo 2 del Decreto 0381 del 16 de febrero de 
2012) 
 
También está el Instituto de Planificación y Promoción de Soluciones Energéticas para las 
Zonas no Interconectadas – IPSE cuyo objeto es  
 
identificar, promover, fomentar, desarrollar e implementar soluciones energéticas 
mediante esquemas empresariales eficientes, viables financieramente y 




sostenibles en el largo plazo, procurando la satisfacción de las necesidades 
energéticas de las Zonas no Interconectadas, ZNI, apoyando técnicamente a las 
entidades definidas por el Ministerio de Minas y Energía”. (Ministerio de Minas y 
Energía, 2016) 
 
De igual forma otras unidades administrativas especiales como la Comisión de Regulación 
de Energía y Gas - CREG encargada de la regulación del sector, surgió en 1994 como  
 
una entidad eminentemente técnica y su objetivo es lograr que los servicios de 
energía eléctrica, gas natural, gas licuado de petróleo (GLP) y combustibles 
líquidos se presten al mayor número posible de personas, al menor costo posible 
para los usuarios y con una remuneración adecuada para las empresas que 
permita garantizar calidad, cobertura y expansión. (Comision de Regulaciòn de 
Gas y Combustible, 2017) 
 
Existen también once (11) empresas de servicios públicos domiciliarios mixtos, como es el 
caso de las electrificadoras; Centrales Eléctrica de Nariño, Electrificadora de Caquetá, del 
Huila, Meta, Empresa de Energía del Amazonas, Empresa Distribuidora del Pacifico S.A, 
Empresa Urrá, Generadora y Comercializadora de Energía del Caribe, Gestión Energética, 
Interconexión Eléctrica e Isagen, las cuales deben suministrar el servicio eléctrico. 
 
También se encuentra la empresa de energía del Archipiélago de San Andrés, Providencia 
y Santa Catalina, siendo de servicios públicos de carácter oficial y la Centrales Eléctrica 
de Cauca como sociedad anónima de economía mixta y finalmente ECOPETROL S.A, 
siendo una sociedad de economía mixta.      
 
Igualmente se visualizan la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios y la 
Superintendencia de Industria y Comercio como responsables de la promoción y 
protección de la competencia y la vigilancia. Si bien no hacen parte del sector tienen el 
objetivo principal de vigilar las diferentes acciones de las organizaciones públicas. 
 
Como se puede observar, a partir de la trasformación del sector mediante lo señalado en 
la Constitución y en las leyes 142 y 143 de 1994, se buscó establecer funciones 
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específicas, que se encuentran definidas legalmente, generando que a nivel organizacional 
exista una entidad responsable para cada uno de los asuntos de su competencia. 
 
Así entonces, siendo el sector minero energético, un conglomerado de diferentes 
temáticas, que cuenta con una red de entidades públicas es necesario profundizar en el 
subsector eléctrico y conocer cómo funciona organizacionalmente. 
2.1.2 Subsector Eléctrico Colombiano 
 
Específicamente el subsector eléctrico en el marco de la Constitución Políticas, ley de 
servicios públicos y del Decreto Único Reglamentario Número 1073 del 2015, se encuentra 
dispuesto de la siguiente forma: 
 
Figura 1-5 Subsector Eléctrico Colombiano 
  
 
Fuente: Tomado del Sistema de Información Eléctrico Colombiano (Sistema de Información 
Eléctrico Colombiano, 2020)  





De esta manera organizacionalmente se definen los roles de dirección, planeación, 
regulación, Consejo y Comité, Control y Vigilancia y finalmente de operación y 
administración del Mercado Eléctrico. 
 
Uno de los actores más relevantes para este trabajo lo constituye precisamente la Unidad 
de Planeación Minero Energética -UPME-, cuyo propósito principal es realizar un proceso 
de planeación adecuada del sector, con base en los lineamientos generados a partir de los 
Planes de Desarrollo y por supuesto de los diferentes gobiernos presidenciales y del 
Ministerio de Minas y de Energía. 
 
También se evidencia un rol fundamental por parte de la CREG y es el pertinente a 
“preparar proyectos de ley para someter a la consideración del gobierno, y recomendarle 
la adopción de los decretos reglamentarios que se necesiten” (Comision de Regulaciòn de 
Gas y Combustible, 2017) 
 
Así mismo, se encuentra la Compañía de Expertos en Mercados – XM, filial de ISA, que 
opera el Sistema Interconectado Nacional (SIN) y administra el Mercado de Energía 
Mayorista Colombiano (MEM).  
 
Frente al Sistema Interconectado Nacional (SIN), el cual se concibió desde finales de la 
década de los sesenta como la posibilidad de conexión entre los diferentes sistemas 
eléctricos regionales, identificándolo como un modelo integrador y que conlleva el ideal 
funcional del sector eléctrico en Colombia, es donde se ubica la generación y las redes 
eléctricas que permiten abastecer a todo el país.  
 
En el SIN, es visible la participación de toda la cadena, desde los generadores, 
transmisores, distribuidores y comercializadores, que conforman el Mercado de Energía 
Mayorista colombiano. 
 
De esta manera XM al tener como responsabilidad la operación del SIN, cuenta con dos 




I. “(Planear) los recursos de generación de Colombia, es decir, las plantas 
hidroeléctricas, térmicas y eólicas, (Capacidad instalada de 13.405,7 MW) y los recursos 
de transmisión (24.000 km de líneas) de acuerdo con la demanda de energía eléctrica de 
cerca de 42 millones de habitantes. Esta planeación se realiza a corto, mediano y largo 
plazo. 
II. La planeación de corto plazo, comprende la recepción de las ofertas diarias que 
presentan los generadores en la Bolsa de Energía, donde se asignan hora a hora las 
plantas que suministrarán la energía al día siguiente. XM, realiza esta selección con 
criterios de seguridad y economía para garantizarle a los usuarios el servicio con 
estándares de calidad, confiabilidad y eficiencia.” (XM Compañía Expertos en Mercados 
S.A. E.S.P, 2018) 
 
En lo pertinente a la administración del Mercado de Energía Mayorista Colombiano (MEM), 
XM  
 
realiza esta gestión administrativa promoviendo el crecimiento colectivo del sector 
energético y el desarrollo del comercio internacional de energía. Por este motivo 
y pensando en una mayor liquidez y garantías de los agentes del mercado 
colombiano, XM participó en asocio con otras compañías en la constitución de la 
Cámara de Riesgo Central de Contraparte –CRCC-; primer paso de apertura para 
desarrollar productos energéticos estandarizados, donde XM enfrenta el gran reto 
de implementar un sistema de negociación para darle mayor dinamismo al 
mercado de derivados de energía.” (XM Compañía Expertos en Mercados S.A. 
E.S.P, 2018) 
 
Es importante resaltar que XM, como operador del SIN, diariamente realiza la planeación 
de recursos generadores de energía, tal es el caso de las “plantas hidroeléctricas, térmicas 
y eólicas y los recursos de transmisión, de acuerdo con la demanda de energía eléctrica 
de cerca de 42 millones de habitantes. La planeación de corto plazo, comprende la 
recepción de las ofertas diarias que presentan los generadores en la Bolsa de Energía, 
donde se asignan hora a hora las plantas que suministrarán la energía al día siguiente.” 
(XM Compañía Expertos en Mercados S.A. E.S.P, 2018) 
 
Precisamente como agentes del mercado eléctrico se encuentran los siguientes actores: 





Tabla N° 1 Agentes del Mercado 
Agentes de Mercado 




Transmisores 12 10 
Operadores de red 31 29 
Comercializadores 93 69 
Fronteras usuarios regulados 9.670  
Fronteras usuarios no regulados 5.546  
Fronteras de alumbrado público 393  
 
Tomado de Ministerio de Minas y Energía (Ministerio de Minas y Energia, 2020) 
 
De esta manera, una vez expedidas las leyes 142 y 143 de 1994, la lógica de intervención 
estatal, se supedito al manejo o mejor aún a las dinámicas de un modelo de mercado para 
suministrar electricidad al país, con un Estado que juega a la oferta y demanda, en una 
verdadera bolsa de energía y donde las organizaciones públicas tienen su función 
específica. 
 
En este contexto el régimen jurídico se propuso con el objetivo clave de  
 
promover la competencia entre los generadores, se permite la participación de 
agentes económicos, tanto públicos como privados, nacionales e internacionales, 
que deben estar integrados dentro del Sistema Interconectado Nacional (SIN) para 
adherirse al Mercado Mayorista de Energía. Como contraparte, los 
comercializadores y grandes consumidores establecen contratos de energía con los 
generadores. (Ministerio de Comercio, Industria y Comercio, 2018, pág. 5) 
 
Para lo cual “la operación y administración del mercado eléctrico colombiano está a cargo 
de XM, empresa responsable por las funciones del Centro Nacional de Despacho (CND), 
el Administrador del Sistema de Intercambio Comercial (ASIC) y el Liquidador y 




2.1.3 Prestación de Servicios Públicos  
 
La creación, legitimación, ejecución, gestión, administración y producción que componen 
las fases de la toma de decisión e implementación de la política pública, tienen su 
precedente en un marco legal que tiene como fin establecer las reglas de juego o 
parámetros que determinarán sustancialmente las acciones de organizaciones y actores 
que intervienen en los procesos posteriores de la evaluación y ajustes de la política pública 
(Jones, 1970). 
 
En este sentido y según lo expresado por Jones, es importante el marco legal, para el caso 
del sector eléctrico, siendo considerado uno de los Servicios Públicos Domiciliarios se 
encuentra dispuesto desde la Constitución Política de Colombia de 1991 y la Ley 142 de 
Servicios Públicos Domiciliarios, lo pertinente a implementación y regulación de la 
prestación de servicios públicos y en la ley 143 de 1994 “por la cual se establece el régimen 
para la generación, interconexión, trasmisión, distribución y comercialización de 
electricidad en el territorio nacional, se conceden unas autorizaciones y se dictan otras 
disposiciones en materia energética.” 
 
Con este régimen jurídico por parte del Gobierno Nacional busco trasmitir un 
“fortalecimiento de la capacidad regulatoria, de control e intervención del Estado para los 
servicios de electricidad y gas de la Comisión de Regulación Energética y de la 
Superintendencia de Servicios Públicos”. (Unidad de Planeación Minero Energetica, s.f., 
pág. 35), definiendo el “conjunto de reglas de derecho constitucional, civil, público, etc., 
adoptadas por el Legislativo y el Ejecutivo” como se señala en la variables de recursos, 
planteada por Subirats. 
 
Siendo una de las finalidades generar el “aumento de la competencia y la participación 
privada en la generación y distribución eléctrica; la refinación y distribución de los 
combustibles; la importación y distribución de GLP; la petroquímica y el transporte de y 
distribución de Gas Natural”. (Unidad de Planeación Minero Energetica, s.f., pág. 36) 
 




Según el Ministerio de Minas y Energía se buscaba “la definición de nuevas formas de 
contratación entre consumidores y empresas, tanto en modalidades de contratos de 
suministro de largo plazo como transporte por redes troncales y regionales”. (Unidad de 
Planeación Minero Energetica, s.f., pág. 38) 
 
2.1.4 Constitución Política de 1991  
 
En la Constitución Política de Colombia, en el l Título XII "Del Régimen Económico y de la 
Hacienda Pública", Capítulo 1 "De las Disposiciones Generales", Artículos 333 y 334 sobre 
la actividad económica y la iniciativa privada son libres, de igual manera que la dirección 
de la económica está a cargo del Estado. 
 
El Capítulo 5 "De la Finalidad Social del Estado y de los Servicios Públicos", Artículos 365 
al 370, señalan que los servicios públicos son inherentes a la finalidad social del Estado, 
como también que debe asegurar su prestación eficiente a todos los habitantes del 
territorio nacional, expresa los principios rectores, los mecanismos de control y vigilancia, 
como el régimen económico y lo pertinente a derechos y deberes de los diferentes actores 
del sector.  
 
De esta manera Constitucionalmente, se inicia la apuesta por una estructura normativa, 
donde se asegura el grado de intervención del Estado en el desarrollo de los diferentes 
servicios públicos, generando claramente la posición frente al sector privado y la relación 
con el ciudadano. 
2.1.5 Ley 142 de 1994 sobre Servicios Públicos  
 
En cuanto a la Ley 142 de 1994 de Servicios Públicos, en su artículo N° 2 señala la 
“intervención del Estado en los Servicios Públicos”, la cual se propone garantizar a la 
población un servicio público de calidad, lograr una ampliación permanente de la cobertura, 
la existencia de atención prioritaria de las necesidades básicas insatisfechas, prestación 
continua e ininterrumpida, salvo motivos de fuerza mayor, una prestación eficiente de los 




Básicamente, hace referencia específica a los siguientes asuntos que se mencionan a 
continuación: 
 
a. Con el principio de Libre empresa, el Estado ya no es el único prestador de servicios 
públicos, este debe generar condiciones económicas de competitividad. 
b. Sobre la regulación, control y vigilancia estatal: el Estado colombiano mantiene de 
regulación, control y vigilancia de los Servicios Públicos Domiciliarios. 
c. Coordinación, concurrencia y subsidiaridad: se expresan los principios básicos de la 
descentralización administrativa, asignando competencias a la Nación y a las entidades 
territoriales. 
d. Participación de los usuarios: el cumplimiento de los deberes como usuario, el respeto 
de sus derechos como tal y el papel participativo y fiscalizador ante la gestión de las 
empresas estatales prestadoras de servicios, destacan la importancia del individuo como 
depositario de la finalidad social del Estado. 
 
Para el caso de la energía eléctrica, la Ley 142 de 1994, en su artículo 14, numeral 25, 
expresa su definición, señalándola como “el transporte de energía eléctrica desde las redes 
regionales de transmisión hasta el domicilio del usuario final, incluida su conexión y 
medición. También se aplicará esta Ley a las actividades complementarias de generación, 
de comercialización, de transformación, interconexión y transmisión.” 
 
De igual forma, desarrolla elementos sobre la competencia de los municipios y 
departamentos para la prestación del servicio, quienes pueden prestar este servicio, los 
bienes de las empresas, contratos especiales, casos de expropiación, la función del 
Ministerio de Minas y Energía y el régimen tarifario.  
 
Finalmente dedica un capítulo especial al desarrollo de la energía eléctrica y el gas 
combustible, donde habla de la necesidad de modificar el objeto social ISA S.A, y se 
establece como aquella organización encargada de la operación y mantenimiento de la red 
de su propiedad, la expansión de la red nacional de interconexión y prestar servicios 
técnicos en actividades propias del sector, de igual forma menciona  lo pertinente a la 
Empresa Nacional de Interconexión como  empresas propietarias de redes de 
interconexión, transmisión y distribución permitirán la conexión y acceso de las empresas 




eléctricas y funciones del centro nacional de despacho como planear la operación conjunta 
de los recursos de generación, interconexión y transmisión del sistema interconectado 
nacional.  
  
2.1.6 Sobre la Ley 143 de 1994 
 
Frente a la Ley 143 de 1994 “Por la cual se establece el régimen para la generación, 
interconexión, transmisión, distribución y comercialización de electricidad en el territorio 
nacional, se conceden unas autorizaciones y se dictan otras disposiciones en materia 
energética.” 
 
En la cual se regulan las actividades de generación, interconexión, transmisión, 
distribución, y comercialización de electricidad. 
 
Entre los artículos más relevantes se encuentra lo siguiente: 
 
Artículo 7. Parágrafo. La actividad de comercialización sólo puede ser desarrollada por 
aquellos agentes económicos que realicen algunas de las actividades de generación o 
distribución, y por los agentes independientes que cumplan las disposiciones que expida 
la Comisión de Regulación de Energía y Gas. 
 
Artículo 32. Autorizase al Gobierno Nacional para modificar el objeto social de 
Interconexión Eléctrica S. A., que en lo sucesivo será el de atender la operación y 
mantenimiento de la red de su propiedad, la expansión de la red nacional de interconexión 
(…) 
 
Autorizase, así mismo, al Gobierno Nacional, para organizar a partir de los activos de 
generación que actualmente posee Interconexión Eléctrica S. A., una nueva empresa, que 
se constituirá en una sociedad de economía mixta, vinculada al Ministerio de Minas y 




Artículo 74. Las empresas que se constituyan con posterioridad a la vigencia de esta Ley 
con el objeto de prestar el servicio público de electricidad y que hagan parte del sistema 
interconectado nacional no podrán tener más de una de las actividades relacionadas con 
el mismo con excepción de la comercialización que puede realizarse en forma combinada 
con una de las actividades de generación y distribución. 
 
Con esta ley 143, se estableció un esquema de remuneración para los generadores de 
energía que les permitiera recuperar la inversión, con la finalidad de mantener la demanda 
de manera eficiente en condiciones críticas de abastecimiento hídrico, de esta forma se 
materializa la creación del cargo por capacidad en el que los usuarios por medio de la tarifa 
eléctrica estabilizaban los ingresos de los generadores. 
 
Esta acción se institucionalizo en 2006 y surgió el denominado Cargo por Confiabilidad, 
bajo la misma forma de recaudo. Esta busca “garantizar abastecimiento de energía en 
momentos de escasez, hacerlo a precios eficientes, por medio de la introducción de un 
esquema conocido como Obligaciones de Energía Firme – OEF, en el que los generadores 
se comprometen a generar un mínimo de energía al país para mantenerlo fuera de la 
escasez, al tiempo que reciben remuneraciones económicas directamente de los usuarios 
del sistema por este compromiso” (CREG, 2016), sin embargo ha sido uno de los puntos 
más polémicos durante la última crisis eléctrica, ya que se incrementaron las tarifas. 
Dejando en evidencia un posible uso indebido de los recursos cobrados, durante los 
últimos 20 años.  
2.1.7 Precio Bolsa, Precio Escasez, Cargo por Confiabilidad y Energía en Firme 
 
Con el cambio de modelo para la prestación del servicio de eléctrico para Colombia, este 
se convirtió en una Bolsa de Energía que prácticamente se conoce como  
 
una figura comercial para recibir ofertas y demandas del mercado eléctrico y que 
permite la compra y venta de energía a precios dados por un ambiente de 
competencia. El transporte de la energía estará garantizado en forma oportuna, a 
través de las redes de transmisión del Sistema Interconectado Nacional -SIN, 




posibilitando así las transacciones entre los agentes participantes del mercado. (XM 
Compañía Expertos en Mercados S.A. E.S.P, 2020) 
 
La Bolsa de Energía es administrada por el Centro Nacional de Despacho -CND- de 
Interconexión Eléctrica S.A E.S.P., que a su vez es el “encargado de la planeación 
indicativa y coordinación de la operación del Sistema Interconectado Nacional”. (XM 
Compañía Expertos en Mercados S.A. E.S.P, 2020) 
 
De esta manera el Mercado de Energía es un  
 
sistema que permite la combinación de sistemas de intercambio de información 
entre generadores y comercializadores para comprar y vender (realizando) 
contratos de energía eléctrica en el Sistema Interconectado Nacional-SIN-, 
mediante contratos de largo y cortoplazo y sobre cantidades y precios definidos, 
plazo. Los contratos de largo plazo se pactan a precios libremente fijados para 
distintos períodos de duración; y los de corto plazo comprenden las transacciones 
hora a hora, que se realizan diariamente en la operación del Sistema Interconectado 
y que se pagan a un costo fijado por el mercado, con base en las ofertas que hacen 
los generadores. (XM Compañía Expertos en Mercados S.A. E.S.P, 2020) 
 
El funcionamiento de la Bolsa de Energía se proporciona de la siguiente manera:  
 
✓ Las empresas generadoras, en forma confidencial, registran en la Bolsa la cantidad 
de energía que tiene disponible a nivel horario y su oferta de precio. A partir de esta 
información se establecen cuáles son las plantas de generación más económicas 
y con ellas se cubre la demanda del Sistema Interconectado Nacional -SIN- hora a 
hora. Se asignan los recursos de generación con un criterio de menor costo, lo que 
se traduce en economía y eficiencia. (XM Compañía Expertos en Mercados S.A. 
E.S.P, 2018) 
 
✓ Las ofertas se reciben de todas las empresas de generación del Sistema 
Interconectado Nacional -SIN- ubicadas en todo el país, antes de las 11 a.m. del 
día anterior a la operación, en buzones electrónicos confidenciales dispuestos en 
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el CND de ISA E.S.P.en Medellín. Con esta información el CND determina los 
recursos más económicos para cubrir la demanda de cada hora. Los resultados se 
envían a cada uno de los generadores, a través de una red electrónica de 
intercambio de información, que también se utiliza para hacer un seguimiento 
completo de la demanda y la producción de energía. (XM Compañía Expertos en 
Mercados S.A. E.S.P, 2018) 
 
✓ La energía negociada se transporta a través de redes del Sistema de Transmisión 
Nacional, Sistemas de Transmisión Regionales y de Distribución. La red es el 
facilitador, para que generadores y comercializadores, ubicados en cualquier parte 
del país, tengan la opción de negociar energía. (XM Compañía Expertos en 
Mercados S.A. E.S.P, 2018) 
 
Puede observarse que es un símil con una Bolsa de Valores, es decir el valor de la 
transacción está supeditada a la dinámica entre la oferta y demanda. 
 
2.1.7.1 Precio Bolsa  
 
Siendo un mercado de transacción que se dinamiza por la oferta y la demanda, el precio 
bolsa en condiciones normales de operación “corresponde al mayor precio de oferta de las 
unidades con despacho centralizado que han sido programadas para generar en el 
despacho ideal y que no presentan inflexibilidad. Representa un precio único para el 
sistema interconectado en cada periodo horario”. (XM Compañía Expertos en Mercados 
S.A. E.S.P, 2020) 
 
Cuando se da la situación de una intervención en “precios de oferta, se determina de 
acuerdo con el procedimiento para condiciones normales de operación, pero teniendo en 
cuenta los precios intervenidos de oferta para las plantas de generación hidroeléctrica con 
embalse, definidos en el "Código de Operación". (XM Compañía Expertos en Mercados 
S.A. E.S.P, 2020) 
 
2.1.7.2 Precio de Escasez 
 




Teniendo en cuenta las características del mecanismo de transacción, el mercado de 
energía cuenta con un precio techo de venta de energía determinado como precio de 
escasez “que corresponde al valor máximo que puede pagar la demanda del país por la 
energía. Este precio se calcula mensualmente de acuerdo a unos cálculos establecido en 
la regulación que define el esquema del cargo por confiabilidad”. (XM Compañía Expertos 
en Mercados S.A. E.S.P, 2020) 
 
En la situación que el precio de bolsa este por encima del precio de escasez “se genera 
una señal de que hay una situación crítica en el sistema y se activa esta norma para regular 
el precio al que se compra la energía. El precio de escasez se determina de acuerdo a los 
costos variables asociados al SIN y al precio del combustible” (XM Compañía Expertos en 
Mercados S.A. E.S.P, 2020) 
 
2.1.7.3 Cargo por Confiabilidad 
 
El cargo por confiabilidad, se encuentra definido por las Resoluciones 071 y 086 de 2006 
(CREG, 1996), en ellas se expresa como “un esquema de remuneración que permite hacer 
viable la inversión en los recursos de generación eléctrica necesarios para garantizar de 
manera eficiente la atención de la demanda de energía en condiciones críticas de 
abastecimiento, a través de señales de largo plazo y la estabilización de los ingresos del 
generador.” (XM Compañía Expertos en Mercados S.A. E.S.P, 2020) 
El esquema planteado para el Cargo de Confiabilidad se maneja de la siguiente forma: 
se subastan entre los generadores unas Obligaciones de Energía Firme (OEF) 
requeridas para abastecer la demanda del sistema. El generador al que se le asigna 
una OEF recibe una remuneración conocida y estable (en dólares) durante un 
determinado plazo, de esta manera se compromete a suministrar energía cuando 
el precio de bolsa supere un umbral establecido por la CREG, denominado precio 
de escasez. Por tanto, bajo este esquema los generadores reciben un ingreso fijo -
hasta por 20 años-, independientemente de su participación diaria en el mercado 
mayorista, lo que reduce el riesgo de sus inversiones. (XM Compañía Expertos en 
Mercados S.A. E.S.P, 2020) 
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2.1.7.4 Energía en Firme 
 
Este término hace referencia a la energía en un sistema eléctrico “que está garantizada en 
todo momento del día o del año, no importan las condiciones del sistema, como el estado 
de la naturaleza (el clima, por ejemplo) en el momento que la demanda requiera la 
generación de energía eléctrica”. (XM Compañía Expertos en Mercados S.A. E.S.P, 2020) 
 
Por tal motivo la energía firme debe corresponde a aquella que  
garantiza la operación y confiabilidad del sistema en cualquier instante del día y del 
año, es la que en última instancia asegura la continuidad del servicio y la 
satisfacción de la demanda eléctrica en todo momento. Hay que tener presente que 
la demanda eléctrica es instantánea y no espera, lo que conduce a demandar 
inmediatamente potencia y energía al momento de necesitarse, no importa la hora 
o la fracción de segundo que se necesite. (XM Compañía Expertos en Mercados 
S.A. E.S.P, 2020) 
 
2.1.8 Formulación de Políticas Públicas  
 
En las políticas públicas a nivel nacional, en la fase de agenda pública, diseño y 
formulación, se plantean o enfatizan metas que determinan efectos e impactos específicos 
deseados, tales como: la declaración de visiones de desarrollo nacionales, regionales o 
sectoriales, la definición de metas de gestión institucionales, el cumplimiento de promesas 
políticas y electorales que se proponen para el logro de un desempeño mejorado del 
gobierno en un campo determinado o como respuesta a preocupaciones sociales 
particulares, la necesidad de desarrollo legislativo como otro campo que se debería 
examinar para determinar metas nacionales. 
 
La Constitución Política en el capítulo 2 del título XII consagró los planes de desarrollo, 
específicamente en su artículo 339, señala la existencia de un Plan Nacional de Desarrollo, 
conformado por una parte general y un plan de inversiones públicas. 
 
 A partir de la norma citada, el Plan de Desarrollo se puede definir como el instrumento 
superior de la planeación nacional y territorial, que sirve como fundamento normativo de 




las políticas económicas, sociales, culturales y ambientales, las cuales se requieren para 
lograr un desarrollo integral y sustentable del país, es importante resaltar que estas 
políticas responden a los compromisos mencionados en los programas de gobierno 
durante el proceso electoral. 
 
De esta forma, el plan de desarrollo se constituye en el instrumento de planificación de un 
Estado que se evidencia en los objetivos, metas, políticas, programas, subprogramas y 
proyectos de desarrollo, los cuales según el proceso de construcción del Plan deben ser 
el resultado de un proceso de concertación, expresan los compromisos adquiridos en el 
Programa de Gobierno y a las competencias y recursos definidos tanto por la Constitución 
como por la Ley. 
 
En el Plan Nacional de Desarrollo “establecerá los elementos básicos que comprendan la 
planificación como una actividad continua, teniendo en cuenta la formulación, aprobación, 
ejecución, seguimiento y evaluación” (Departamento Nacional de Planeación, 1994) 
 
Como autoridades e instancias Nacionales de Planeación, tenemos al Departamento 
Nacional de Planeación que “coordinará el trabajo de formulación del plan con los 
ministerios, departamentos administrativos, entidades territoriales, las regiones 
administrativas y de planificación.” (Ley 152 de 1994) y como instancia el Consejo Nacional 
de Planeación al “Formular recomendaciones a las demás autoridades y organismos de 
planeación sobre el contenido y la forma del Plan” (Departamento Nacional de Planeación, 
1994) 
 
En cuanto al procedimiento para la elaboración del Plan Nacional de Desarrollo, en el 
capítulo IV de la Ley 152 de 1994, señala una formulación inicial que consiste en como 
“una vez elegido el Presidente de la República todas las dependencias de la administración 
y en particular, las autoridades de planeación, le prestarán a él y/o a las personas que él 
designe para el efecto, el apoyo administrativo, técnico y de información que sea necesario 
para que adelante las gestiones indispensables para iniciar la formulación del plan de 
desarrollo.” Con lo cual se inicia un ejercicio en cada uno de los sectores que conforman 




Posteriormente se indica en el artículo 15 de la misma ley la coordinación de las labores 
de formulación, lo cual se orienta a los roles específicos ya que expresa que “el Director 
del Departamento Nacional de Planeación, coordinará de conformidad con las 
orientaciones impartidas por el Presidente de la República, las labores requeridas para 
continuar la formulación del plan de desarrollo, con los ministerios, las entidades 
territoriales, las regiones administrativas y de planificación que se organicen en desarrollo 
del artículo 306 y con el Consejo Superior de la Judicatura a través de su Sala 
Administrativa.” 
 
De igual forma se requiere la participación activa de las entidades nacionales y territoriales 
de planeación. 
 
Posteriormente se requiere la presentación del proyecto del Plan al CONPES por parte del 
director del DNP, y luego de ello el Concepto del Consejo de Planeación Nacional  
 
para el análisis y discusión del mismo, para que rinda su concepto y formule las 
recomendaciones que considere convenientes, antes del 10 de enero. Si llegado 
el 10 de enero, el Consejo no se hubiere pronunciado sobre la totalidad o parte 
del plan, se considerará surtido este requisito en esa fecha. El 15 de noviembre 
el Presidente de la República enviará al congreso copia del proyecto del plan de 
desarrollo. (Departamento Nacional de Planeación , 2017) 
 
En este esquema se articula el Consejo Nacional de Política Económica y Social-CONPES, 
creado por la Ley 19 de 1958, definido como la máxima autoridad nacional de planeación 
y asesor del Gobierno para el desarrollo económico y social del país, instancia que realiza 
el estudio y aprobación de Documentos CONPES Económicos o Sociales que expresan la 
formulación, desarrollo y evaluación de las políticas públicas y de la inversión pública 
vigentes en el Plan Nacional de Desarrollo, y a su vez, con respecto a la generación de 
insumos e información de evaluación, recibe su retroalimentación. 
 
Es precisamente el Consejo Nacional de Política Económica y Social una instancia 
fundamental para analizar la formulación en el sector energético, ya que cuenta con 
noventa (90) documentos CONPES expedidos desde 1967 hasta el 2015 con lo cual se 
evidencia un interés por el sector, en cuanto a la evaluación ocurre todo lo contrario, en 








2.1.9 Lineamiento de Política Pública -CONPES 
 
El Departamento Nacional de Planeación-DNP, a la fecha ha expedido 52 Documentos de 
Política referente al sector energético desde 1967, donde las temáticas si se comparan con 
las existentes hoy, no difieren mucho, ya que se orientan hacia la búsqueda de alternativas 
de suministro en diferentes regiones del país, la canasta energética, proyecciones de 
consumo, por tal razón la problemática vivida en los últimos años no es tan vigente, por lo 
tanto si los lineamientos de política pública, junto a la reforma mediante la ley 142 y 143 
de 1994, no ha podido disminuir los diferentes limitantes puede decirse que entonces ha 
estado muy limitado el impacto positivo en la población.  
 
2.1.10 Planes de Desarrollo 
 
La institucionalización de la formulación de Políticas Públicas se da en la Constitución 
Política, según sus artículos 208, donde se expresa la obligatoriedad de los ministros y los 
directores de departamentos administrativos formular las políticas atinentes a su 
despacho, de igual forma como lo vimos se reglamenta a través de la Ley 152 de 1994, 
por la cual se establece la Ley Orgánica del Plan de Desarrollo en sus artículos; 1, 3, 8, 
13,14, 15 29, 31 y 33, con las cuales, conjuntamente, se establecen mecanismos de control 
social sobre la inversión pública, permitiendo que sea generada mayor atención por parte 
de la ciudadanía en cada una de las decisiones de gobierno. 
 
Con base en la ley 152 de 1994, los planes de desarrollo representan la hoja de ruta del 
Presidente de la República durante su periodo de gobierno, en estos documentos se 
evidencian las aspiraciones, ideales y el panorama económico, social y político de 
Colombia. Como el periodo de estudio del presente trabajo se estableció desde 1994 hasta 
70  
 
el 2014, se revisaron seis (6) planes, los cuales contienen las políticas y estrategias de un 
determinado sector, en este caso específico. 
 
 
2.1.11 Planes Sectoriales 
 
Además de los Planes de Desarrollo, la elaboración de los CONPES, se encuentran 
específicamente para nuestro objeto de estudio el Plan Energético Nacional, Plan de 
Expansión de Generación y Transmisión, Balances energéticos, Cadena de los 
energéticos, como también la Registro de proyectos de Generación y las Convocatorias 
públicas para la expansión del Sistema de Transmisión Nacional, los cuales se encuentran 
establecidos en la Ley eléctrica y las funciones del Ministerio de Minas y Energía, como 
las pertinentes al sector. 
2.1.12 Lineamientos de política para la expansión de la cobertura del servicio de 
energía eléctrica 
 
El Decreto 1623 de 2015 “Por el cual se modifica y adiciona el Decreto 1073 de 2015, en 
lo que respecta al establecimiento de los lineamientos de política para la expansión de la 
cobertura del servicio de energía eléctrica en el Sistema Interconectado Nacional y en las 
Zonas No Interconectadas”, señala aspectos claves sobre “la definición de las necesidades 
y prioridades del Plan Indicativo de Expansión de Cobertura de Energía Eléctrica-PIEC-”; 
donde se menciona en su artículo 2 los siguientes objetivos: 
El PIEC tendrá los siguientes objetivos: 
 
 a) Determinar las zonas geográficas que cuentan con el servicio público 
domiciliario de energía eléctrica y aquellas zonas que carecen de dicho servicio; 
 b) Determinar el número de usuarios, por zona geográfica, que cuentan con el 
servicio público domiciliario de energía eléctrica lo mismo que aquellos usuarios 
que carecen del servicio; 




 c) Estimar el costo para atender el déficit de cobertura en cada sitio, localidad o 
centro poblado y el agregado nacional para lograr la universalización del servicio 
de energía eléctrica; 
 d) Plantear de forma indicativa diferentes soluciones energéticas en función de la 
disponibilidad de recursos, costos y calidad en la prestación del servicio, para 
aquellas zonas que no cuentan con el servicio público domiciliario de energía 
eléctrica, como pueden ser la interconexión al SIN y soluciones aisladas 
centralizadas o individuales. 
Es importante mencionar la claridad que señala frente a los roles de organizaciones 
públicas en los parágrafos 1, 2 y 3 del anterior artículo, específicamente con los siguientes 
datos:  
PARÁGRAFO 1°. La UPME publicará la metodología para elaborar el PIEC, el 
cual deberá ser expedido a más tardar un año después de la publicación del 
presente decreto y actualizado cada dos años. El MME para sus análisis, tendrá 
en cuenta el PIEC vigente mientras se hace pública la actualización. 
 PARÁGRAFO 2°. La información utilizada por la UPME para elaborar el PIEC, 
así como sus resultados, deberán ser publicados en la página web de dicha 
entidad, excepto aquella información que, en los términos legales, resulte 
confidencial o sujeta a reserva. 
 PARÁGRAFO 3°. Las entidades del orden nacional y territorial y los OR, 
prestarán colaboración con el objeto de entregar a la UPME la información que 
sea requerida por dicha entidad, para elaborar el PIEC. Para lo anterior, la UPME 
desarrollará una herramienta en línea para que se realice el reporte de 
información”. 
Con lo cual se determina el proceso administrativo, alcance, roles, contenido, requerido 
para la formulación de política en el sector eléctrico. 
 




La crisis del Estado de Bienestar generó nuevas tendencias y paradigmas acerca de su rol 
frente al modelo económico, político y social, como resultado visible se encuentran 
diferentes reformas en el ejercicio de la administración pública, frente a ello Guerrero 
afirma que se posibilitó un 
 
(…) mimetismo organizativo de la empresa privada; la incorporación del 
mercado como proceso de confección de los asuntos públicos; el fomento a 
la competitividad mercantil; el reemplazo del ciudadano por el consumidor, 
y la reivindicación de la dicotomía política-administración (…). Este 
esquema constituye un modelo, es decir, un grupo de símbolos y reglas 
operativas, orientados a representar del modo más fidedigno la realidad del 
fenómeno (Guerrero, p. 30, 1999,). 
 
Surge de esta manera en el contexto internacional, un proceso de exportación de 
postulados neoliberales como parte de una agenda multilateral, que se materializó por 
ejemplo en diferentes países latinoamericanos mediante la introducción de cambios en su 
dinámica relacionada con la intervención en la economía, reducción de gastos de nómina, 
privatización de empresas públicas, medidas de ajuste fiscal, monetario y variaciones en 
los regímenes laborales. 
 
Para el caso colombiano, teniendo en cuenta estos cambios internacionales y las 
dinámicas sociales y políticas que estaban ocurriendo al interior del país, permitieron que 
la respuesta se orientara a la generación de una nueva Constitución Política, la de 1991, 
en donde también señalaban acciones sobre modernización de la administración pública, 
con base en los principios del New Public Management-NPM y dando prioridad a  
 
“la aplicación de los conceptos de economía, eficiencia y eficacia en la 
organización gubernamental, así como en los instrumentos políticos y sus 
programas, esforzándose por alcanzar la calidad total en la prestación de 
los servicios, todo ello, dedicando menor atención a las prescripciones 
procedimentales, las normas y las recomendaciones” (García Sánchez 
(2007) de F. Leeuw (1996), p. 44).  
 




En este sentido mediante una nueva Constitución se institucionalizaron las medidas para 
implementar un modelo de gestión estatal, siguiendo los preceptos del neoliberalismo, 
referentes al proceso de liberalización de la economía, generar una disminución del 
aparato burocrático, precisar la formulación, coordinación y evaluación de políticas 
públicas, promover procesos orientados a resultados, evaluación y finalmente control de 
la gestión. 
 
El propósito entonces replicó en una reconfiguración del Estado con la finalidad de 
fortalecer el ámbito institucional; capaz de optimizar el funcionamiento del Estado y que se 
adaptará a los elementos de un Estado Social de Derecho y de carácter Regulador, 
necesario para brindar los elementos de modificación de las competencias, para nuestro 
objeto de estudio, el ejemplo más claro lo representa el cambio en la prestación de 
servicios públicos y de las actividades económicas, tal como se refleja en los artículos: 1, 
88; 150 numeral 19 literal d); 226; 227; 333; 334 y 336 de la Constitución Política de 1991. 
 
Teniendo en cuenta que mediante Constitución Política de 1991 se establecieron los 
lineamientos para posibilitar a diferentes agentes privados el desarrollo de las actividades 
encaminadas a prestar servicios públicos domiciliarios, el Estado toma el rol de control, la 
vigilancia y la regulación de aquellas entidades prestadoras. 
 
No obstante, además de los cambios vía Constitución que se generaron en el sector 
energético y por ende en el eléctrico, el país estaba soportando una crisis energética, por 
tal motivo al inicio de 1992 el gobierno de Cesar Gaviria mediante el Decreto 600 del 8 de 
abril de 1992 crea la Comisión Evaluadora de la Situación Eléctrica y sus Perspectivas,  
 
Dicha Comisión, surge debido a  
 
• “(…) la situación actual de racionamiento del servicio de energía eléctrica a que se 
ha visto abocado el país, han surgido diversas explicaciones sobre las causas que 





• Que resulta también útil evaluar y consultar la opinión de dirigentes del sector 
privado sobre el manejo y modalidades que debe dársele al racionamiento;  
 
• Que, finalmente, el Gobierno considera conveniente consultar la opinión sobre el 
futuro eléctrico del país y la orientación que debe dársele al plan de expansión en 
generación y transmisión del recurso eléctrico en los próximos años, a fin de 
asegurar una oferta confiable hacia el futuro,” (Decreto 600 del 8 de abril de 1992) 
 
Como funciones específicas la Comisión Evaluadora debía 
 
“a) Rendir un informe especial al Presidente de la República sobre las causas que, 
a juicio de dicha Comisión, han conducido a la actual situación de racionamiento 
del servicio de energía eléctrica en el país;  
   
b) Rendir concepto al Presidente de la República sobre el manejo y modalidades 
que en opinión de la Comisión resulte conveniente dar al racionamiento de energía 
eléctrica, durante el tiempo a que a ello hubiere lugar, y  
   
c) Emitir su opinión, con destino al Presidente de la República, respecto del futuro 
eléctrico del país y la orientación que debe dársele al plan de expansión en 
generación y transmisión del recurso eléctrico en los próximos años, con miras a 
asegurar una oferta confiable del mismo en el futuro.” (Artículo 1, Decreto 600 del 
8 de abril de 1992)  
 
La Comisión se encontraba compuesta por diez (10) miembros; Henry Eder, Hernán Beltz 
Peralta, José Fernando Isaza, Germán Silva Fajardo, Carlos Arturo Ángel, Guido Nulle, 
Alejandro Galvis, Sabas Pretelt de La Vega, Germán Bula Escobar y Hernando Celedón. 
los cuales en su mayoría pertenecían al sector privado, posteriormente algunos de ellos 
serían ministros de la cartera de Minas y Energía. 
 
Dicha Comisión concluyó que la situación evidenciada no era causada solo por una 
cuestión técnica sino también por el mal manejo administrativo y decisiones equivocas que 
se orientaron a generar más energía con base en hidroelectricidad que mediante las 
termoeléctricas, ya que el 40% de las térmicas estaban sin operar por carecer de 




mantenimiento, con lo cual dejo expuesto que no se hacía un manejo del sector eléctrico 
desde su estructura, también de planeación y del servicio que se proponía establecer. 
 
Como bien lo señala el Informe, la empresa ISA y sus funcionarios tenían conocimiento 
con anterioridad de las altas posibilidades que se generaran episodio de un fuerte 
racionamiento. Sin embargo, no tomaron las medidas necesarias y no informaron 
oportunamente al alto Gobierno, esperando hasta último instante comentar la verdadera 
situación de crisis. 
 
Precisamente en ejercicio de las atribuciones que se confirieron en el Artículo Transitorio 
20 de la Constitución Política, el Presidente de la República ordeno la reestructuración del 
Ministerio de Minas y Energía mediante el Decreto 2119 de 1992 y además de las 
funciones señaladas en los Decretos - Leyes 1050 de 1968 y 130 de 1976, se asignó lo 
pertinente a  
 
“Formular y adoptar los planes de desarrollo del sector minero energético 
del país, en concordancia con los planes generales de desarrollo y con la 
política macroeconómica del Gobierno Nacional. En ejercicio de esta 
función deberán identificarse las necesidades del sector minero energético 
y los planes generales deberán estar orientados a satisfacer esta demanda; 
 
Para tal efecto, el Ministerio podrá adelantar, directamente o en 
coordinación con otros organismos públicos o privados, investigaciones de 
cualquier orden, que se relacionen con las actividades propias del sector.” 
(Artículo 3, Numeral 2, Decreto 2119 de 1992) 
 
En cuanto al subsector de energía eléctrica, el mismo Decreto 2119 de 1992, mencionó en 
su artículo 4, numeral 1 y 2, 
 
“1. Estudiar, diseñar y adoptar los planes generales de expansión de 
generación de energía y de la red de interconexión, y fijar los criterios para 
el planeamiento de la transmisión y distribución. Los planes de generación 
e interconexión serán de referencia y buscarán orientar y racionalizar el 
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esfuerzo del Estado y de los particulares para la satisfacción de la demanda 
nacional de electricidad en concordancia con el Plan Nacional de Desarrollo 
y el Plan Energético Nacional; 
 
2. Coordinar y promover las actividades de los subsectores de energía 
eléctrica con el fin de garantizar el cumplimiento de los planes de desarrollo 
del sector;” 
 
De esta forma la formulación se materializa en la generación de Planes Sectoriales que 
debe expedir el Ministerio de Minas y Energía, junto a la recién creada Unidad de 
Planeación Minero Energética, en el cual es posible construir el documento con un 
acompañamiento de agentes privados o públicas que se relacionen con el tema energético. 
 
Posteriormente a este Decreto, se tomaron decisiones de política dirigidas a intentar 
aumentar la capacidad instalada de generación, tanto térmica como hidroeléctrica, a partir 
de las leyes 142 (ley de servicios públicos) de 1994 y 143 (ley eléctrica) de 1994, 
implementando un modelo de mercados en competencia para la prestación de los servicios 
públicos, ya que el modelo intervencionista había generado en un apagón nacional. 
 
Desde entonces el sector energético colombiano se encuentra conformado por las 
actividades de generación, transmisión, comercialización, y distribución de energía, se 
estableció la regulación del sector y de igual forma su composición y subsectores como el 
eléctrico, hidrocarburos, gas y energía nuclear. 
 
El marco institucional vigente es producto de la reforma realizada al Estado colombiano en 
la década de los noventa, como también al direccionamiento de la política económica 
adoptada, con base en la apertura económica y privatización, provocando modificaciones 
en las estructuras organizacionales del sector, frecuentes en los últimos años. 
 
Con este escenario se materializa lo expuesto por Subirats sugiriendo que “las reglas 
institucionales determinan la disponibilidad y la viabilidad de explotación de los recursos 
para los diversos actores y para cada uno de los niveles del proceso de toma de decisiones 
de la política (que) constituyen las reglas del juego, que pueden significar oportunidades u 
obstáculos para los actores.” (Subirats, Joan, 2007, pág. 24) 





La dinámica del consumo eléctrico en el marco de este escenario se orientó hacia la 
conformación de un mercado mayorista eléctrico creado por la implementación de las leyes 
142 y 143 de 1994, en donde no es el Estado sino la presencia de diferentes actores 
privados que participan con el rol de generadores, transmisores, distribuidores, 
comercializadores y grandes consumidores de electricidad o usuarios no regulados, con lo 
cual se institucionaliza la liberación del subsector. 
 
Entre los principios generales con relación al servicio público de la electricidad, el Estado 
colombiano, según el artículo tercero (3) debe: 
 
“a) Promover la libre competencia en las actividades del sector; 
 
b) Impedir prácticas que constituyan competencia desleal o abuso de posición 
dominante en el mercado; 
 
c) Regular aquellas situaciones en que, por razones de monopolio natural, la libre 
competencia no garantice su prestación eficiente en términos económicos; 
 
d) Asegurar la protección de los derechos de los usuarios y el cumplimiento de sus 
deberes; 
 
e) Asegurar la adecuada incorporación de los aspectos ambientales en la 
planeación y gestión de las actividades del sector; 
 
f) Alcanzar una cobertura en los servicios de electricidad a las diferentes regiones 
y sectores del país, que garantice la satisfacción de las necesidades básicas de los 
usuarios de los estratos I, II y III y los de menores recursos del área rural, a través 
de los diversos agentes públicos y privados que presten el servicio; 
 
g) Asegurar la disponibilidad de los recursos necesarios para cubrir los subsidios 
otorgados a los usuarios de los estratos I, II y III y los de menores ingresos del área 




De esta manera se forja legalmente el rol de regulador del Estado frente al servicio de 
electricidad.   
 
El mercado de energía eléctrica entonces se divide en dos segmentos, los cuales son el 
mercado de contratos bilaterales (largo plazo) y la bolsa de energía (corto plazo), la energía 
entonces es tranzada en bolsa o mediante contratos bilatelares con otros generadores, 
comercializadores o directamente con los grandes consumidores o usuarios no regulados, 
éste último corresponde a aquellos cuya demanda representa entre 100 kW o 55 
MWh/mes. 
 
En cuanto a la fase de formulación, una vez expedidas las leyes 142 y 143 de 1994, los 
procesos para generar los lineamientos de política energética van encaminados a lograr la 
mayor eficiencia y eficacia en la prestación del servicio eléctrico, esta vez y como producto 
del modelo del Estado se ajustó el sector, dejando en cabeza del Ministerio y de la recién 
formada Unidad de Planeación Minero Energética la responsabilidad de generar todo lo 
concerniente a política pública eléctrica. 
 
De esta manera la formulación de la política pública eléctrica se materializa no solo en los 
Planes de Desarrollo o CONPES, sino también en los Planes Energéticos Nacionales que 
“visualiza(n) las opciones más favorables para el desarrollo de los sectores de energía 
eléctrica, energías alternativas, hidrocarburos y gas” (XM, 2017); también están los Planes 
de Expansión de Generación y Transmisión donde se “definen los requerimientos de la 
expansión a nivel nacional y la interconexión a nivel internacional” (XM, 2017);; de igual 
forma los Balances energéticos en los cuales se “consolidan la estructura de oferta, 
transformación y demanda de los recursos energéticos por sectores y usos” (XM, 2017);; 
el Registro de Proyectos de Generación que 
 
 se utiliza(n) para conocer las diferentes iniciativas de proyectos de generación 
del país, por lo que se constituye en insumo fundamental para la formulación del 
Plan Indicativo de Expansión de Generación. Está articulado por el decreto 1258 
del 17 de junio de 2013 articulo 13 numeral 13” (XM Compañía Expertos en 
Mercados S.A. E.S.P, 2018) 
 




y las Convocatorias públicas para la expansión del Sistema de Transmisión Nacional 
donde se estructuran  
 
los procesos de convocatorias públicas, seleccionar los inversores que ejecutarán 
las obras del Sistema de Transmisión Nacional (STN) así como el inventor de 
cada proyecto y efectuar el seguimiento a la ejecución de os proyectos de 
transmisión y distribución de electricidad, definidos en el Plan de Expansión del 
Sistema Interconectado Nacional. (Artículo 13 Numeral 14 Decreto 1258).” (XM 
Compañía Expertos en Mercados S.A. E.S.P, 2018) 
 
La ley 143 de 1994, establece en el capítulo III, titulado de la Planeación de la expansión, 
específicamente en el artículo 12 que 
 
 “La planeación de la expansión del sistema interconectado nacional se realizará 
a corto y largo plazo, de tal manera que los planes para atender la demanda sean 
lo suficientemente flexibles para que se adapten a los cambios que determinen 
las condiciones técnicas, económicas, financieras y ambientales; que cumplan 
con los requerimientos de calidad, confiabilidad y seguridad determinados por el 
Ministerio de Minas y Energía; que los proyectos propuestos sean técnica, 
ambiental y económicamente viables y que la demanda sea satisfecha atendiendo 
a criterios de uso eficiente de los recursos energéticos.” 
 
De igual forma mediante esta Ley se debió “elaborar y actualizar el Plan Energético 
Nacional y el Plan de Expansión del sector eléctrico en concordancia con el Proyecto del 
Plan Nacional de Desarrollo” (Artículo 16, literal c, Ley 143 de 1994) el primer Plan 
Energético Nacional, el cual debió presentarse seis (6) meses después de expedida la Ley 
143. 
 
Así mismo, es importante resaltar que, desde la creación de la Comisión Evaluadora, se 
promueve la participación de expertos consultando sobre el futuro eléctrico del país, en el 
Decreto 2119 de 1992, también se propicia la intervención ya que “(…), el Ministerio podrá 
adelantar, directamente o en coordinación con otros organismos públicos o privados, 
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investigaciones de cualquier orden, que se relacionen con las actividades propias del 
sector” (Artículo 3). 
 
En la Ley 143, continua este mismo lineamiento, ya que en el artículo 17 “el Ministerio de 
Minas y Energía contará con un cuerpo consultivo permanente, conformado por 
representantes de las empresas del sector energético, del orden nacional y regional y de 
los usuarios que deberá conceptuar previamente a la adopción de los planes, programas 
y de proyectos de desarrollo de cada subsector y proponer las acciones pertinentes para 
garantizar que éstos se realicen de acuerdo con lo establecido en el Plan Energético 
Nacional. Facultase al Gobierno Nacional para establecer el número y los mecanismos de 
selección de los representantes de los usuarios.”  
 
El cuerpo consultivo, según el artículo 12 del Decreto de 1995, señala su conformación de 
la siguiente forma: 
 
“a) Por cinco (5) representantes de las empresas del sector energético del orden 
nacional y regional, designados por el Ministerio de Minas y Energía, quien dará 
participación a las distintas regiones del país; 
 
b) Por tres (3) usuarios del servicio público de energía eléctrica, dos serán 
seleccionados por el Ministerio de Minas y Energía entre los grandes usuarios y el 
otro, dentro de los usuarios finales del servicio. Los representantes de los grandes 
usuarios, deben hacer parte de gremios industriales por el Gobierno Nacional. El 
representante de los usuarios finales será seleccionado por el Ministro de Minas y 
Energía de entre los vocales de control de los servicios públicos domiciliarios. 
 
Este cuerpo, que será presidido por el Ministerio de Minas y Energía, deberá dar 
concepto previo a la adopción de los planes, programas y proyectos de desarrollo 
de cada subsector y proponer las acciones pertinentes para garantizar que estos 
se realicen de acuerdo con lo establecido en el plan energético nacional. 
 
Le corresponde a la unidad de planeación minero energética, UPME, desempeñara 
la secretaria técnica de este organismo asesor.” 





Desde la expedición de la ley 143 de 1994 a la fecha, se han expedido dieciocho (18) 
Planes de Expansión de Referencia, Generación Transmisión. 
 
En cuanto a los Planes Energéticos Nacionales, la UPME ha realizado cinco (5) planes; el 
primero fue publicado en mayo de 1994, donde se recopilan los estudios iniciados por la 
Comisión Nacional de Energía y concluidos por la UPME; el segundo Plan fue expedido 
en 1997, titulado “Autosuficiencia Energética Sostenible”; el tercer Plan denominado 
“Estrategia Energética Integral, Visión 2003-2020”; un cuarto documento Plan Energético 
Nacional 2006 – 2025 Contexto y Estrategias y finalmente el Plan Energético Nacional -
Colombia: ideario energético 2050, en discusión.  
 
También se encuentran los Planes Indicativos de Expansión de la Cobertura de Energía 
Eléctrica, en cumplimiento de la normatividad existente, la Unidad de Planeación Minero 
Energética –UPME debe actualizar quinquenalmente el Plan Indicativo de Expansión de 
Cobertura –PIEC-, con el objetivo de lograr estimar las inversiones públicas que deben 
realizarse y las privadas que deben estimularse para universalizar el servicio, que 
representa el ejercicio más relevante en formulación de política pública en el nivel del 
subsector eléctrico. 
 
De igual forma en los diferentes Planes, por ley se deben presentar al cuerpo consultivo 
antes de ser expedidos, tal y como lo determina la Ley 143 de 1994, lo cual hace que 
exista, un espacio previo en el proceso de formulación de la política pública, que se 
enmarca en un escenario limitado de actores, que pueden tener múltiples intereses para 
definir un plan, programa y/o proyecto que el de interés general, de esta forma estaría 
vigente la discusión sobre las características de los participantes, tipo de  autoridad, 
relaciones de poder y qué papel tiene en el proceso de formulación, tal y como se 
desarrollara en el próximo aparte. 
 
En cuanto a la Ley 1753 de 2015 “Por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 
2014­2018 “Todos por un nuevo país”, en su artículo 17 menciona en materia de decisión 
de política pública mantener subsidios de energía eléctrica y gas “establecidos en el 
artículo 3° de la Ley 1117 de 2006, prorrogados a su vez por el artículo 1° de la Ley 1428 
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de 2010 y por el artículo 76° de la Ley 1739 de 2014, se prorrogan, como máximo, hasta 
el 31 de diciembre de 2018. 
 
A su vez señala en su artículo 18, una temática relevante en materia de formulación y es 
que  
La Comisión de Regulación de Energía y Gas (CREG) establecerá condiciones 
especiales de prestación del servicio a los usuarios ubicados en zonas de difícil 
acceso dentro del Sistema Interconectado Nacional, que permitan aumentar la 
cobertura, disminuir los costos de comercialización y mitigar el riesgo de cartera, 
tales como la exigencia de medidores prepago, sistemas de suspensión remota, 
facturación mediante estimación del consumo y ciclos flexibles de facturación, 
medición y recaudo, entre otros esquemas. (Ministerio de Minas y Energia , 2018) 
 
En este mismo orden la Unidad de Planeación Minero Energética sintetiza los lineamientos 
de políticas en energía eléctrica del Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 
“específicamente en el capítulo 5 se estableció como Estrategia Transversal la de Energía 
Eléctrica para Todos” de la siguiente manera: 
 
i) adoptar medidas regulatorias que permitan reconocer anticipadamente los 
planes de inversión de los operadores de red; 
ii) complementar los incentivos regulatorios para el mejoramiento de la calidad del 
servicio; 
iii) incrementar los recursos del FAER y mejorar el mecanismo para su asignación; 
iv) impulsar las reformas normativas que permitan flexibilizar la medición y 
facturación del servicio de energía eléctrica en las zonas rurales del SIN, 
manteniendo la calidad de la medida; 
v) implementar esquemas diferenciales de prestación del servicio que permitan 
reducir costos de facturación y recaudo en zonas de difícil acceso; 
vi) incrementar los recursos del PRONE, destinado a la normalización de la 
prestación del servicio; y 
vii) revisar la operatividad del FOES a efectos de asegurar un balance apropiado 
entre los incentivos para la prestación continua del servicio, la sostenibilidad fiscal 
y la cultura de pago. 
 




Pero con peculiar interés se desarrolla un aspecto clave en el artículo 52 que se adiciona 
al artículo 32ª  de la Ley 56 de 1981, lo siguiente:  
 
“ARTÍCULO 32A. El Gobierno Nacional reglamentará el procedimiento para la 
imposición de servidumbres requeridas para el desarrollo de proyectos de 
generación y trasmisión de energía eléctrica que hayan sido calificados de interés 
nacional y estratégico por la Comisión Intersectorial de Infraestructura y Proyectos 
Estratégicos (CIIPE)”. 
 
Porque implica una reconfiguración en el proceso de financiación económica en materia 
de formulación del subsector eléctrico. 
 
Por su parte la ley 1715 de 2014 “Por medio de la cual se regula la integración de las 
energías renovables no convencionales al Sistema Energético Nacional” determina como  
 
Artículo 3°. Ámbito de aplicación. El ámbito de aplicación de la presente ley cobija 
a todos los agentes públicos y privados que intervengan en la definición de 
políticas sectoriales en el desarrollo y el aprovechamiento de las fuentes no 
convencionales de energía, principalmente aquellas de carácter renovable, en el 
fomento de le gestión eficiente de la energía, y en la prestación del servicio de 
energía eléctrica y sus actividades complementarias conforme a lo dispuesto en 
las Leyes 142 y 143 de 1994 y demás normas complementarias. (Unidad de 
Planeación Minero Energética, 2018) 
 
Y genera un proceso de focalización para los la generación de electricidad con fuentes no 
convencionales de energía  -FNCE- y la gestión eficiente de la energía. 
 
De igual forma mediante el Decreto 1513 de 2016 “Por el cual se modifica el Decreto 1073 
de 2015 en lo relacionado con lineamientos de política pública en materia de expansión de 
la cobertura del servicio de energía eléctrica”; indicando un tema relevante de los recursos 
financieros relevantes para  “fijar nuevas pautas para la expansión de la cobertura del 




Dejando en evidencia que el artículo 1, parágrafo 2 del Decreto 1073 de 2015 que 
 
Dentro de los recursos financieros a solicitar para la implementación de los 
proyectos de inversión se incluirán: i) construcción, ii) instalación, iii) acometidas, 
iv) medidores, v) interventorías a que haya lugar, vi) costos de administración por 
la ejecución de los proyectos, vii) compra de predios (construcción y/o ampliación 
de subestaciones), viii) requerimientos de servidumbres y ix) ejecución de planes 
de manejo ambiental necesarios para el desarrollo de los planes, programas o 
proyectos a ser financiados. 
 
Lo cual permite determinar el alcance financiero de la formulación de políticas en el 
subsector eléctrico. 
 
De esta manera el anterior marco permite en palabras de Subirats (2008, pág. 42) 
“distinguir en cualquier sistema político tres niveles de reglas institucionales: el marco 
constitucional, las reglas institucionales que ordenan las organizaciones administrativas y 
el arreglo político-administrativo propio de una política pública”. 
 
Finalmente el marco Institucional del Sector Eléctrico se visibiliza de la siguiente manera: 
 
Figura 1-6 Marco Institucional Eléctrico  






Tomado de: Ministerio de Comercio, Industria y Turismo (Ministerio de Comercio, Industria y 










3. Análisis desde los actores participantes y 
sus intereses en los procesos de 




3.1 Determinantes para la formulación de políticas públicas en el subsector 
eléctrico 
 
Para llevar a cabo el análisis sobre la formulación de políticas públicas en el subsector 
eléctrico, ha sido necesario conocer el contexto económico, legal y político en el cual se 
han desarrollado sus diferentes iniciativas y definir dos procesos relevantes para el 
subsector eléctrico como lo representan: 
 
I. Plan Indicativo de Expansión de Cobertura de Energía Eléctrica PIEC 2016-2020 
II. Plan de Expansión de Referencia Generación –Transmisión 2017 – 2031 
III. Cargo de Confiabilidad  
 
En este proceso se identifica la participación del Ministerio de Minas y Energía, como 
cabeza de sector. 
 
De igual forma la Unidad de Planeación Minero Energética UPME como se mencionó con 
anterioridad es una unidad administrativa especial del orden nacional, de carácter técnico, 
que se encuentra adscrita al Ministerio de Minas y Energía, y su marco normativo 
corresponde a la Ley 143 de 1994 y por el Decreto 1258 de Junio 17 de 2013, que tiene 
por objeto  
 
planear en forma integral, indicativa, permanente y coordinada con los agentes 
del sector minero energético, el desarrollo y aprovechamiento de los recursos 
mineros y energéticos; producir y divulgar la información requerida para la 
formulación de política y toma de decisiones; y apoyar al Ministerio de Minas y 




Energía en el logro de sus objetivos y metas“. (Unidad de Planeación Minero 
Energética , 2018) 
 
Según el autor Rubén Darío Gómez (2012)  ''una política pública es una directriz que el 
Estado, considerado autoridad legítima del sistema social, impone al colectivo como 
manera de proceder frente a un asunto específico que ha sido reconocido como de interés 
público'' (p. 223). De esta manera también afirma que:  
 
[...] las directrices hoy reconocidas como políticas públicas deben cumplir con las 
siguientes condiciones: a) sólo (…) pueden ser fijadas por las instituciones 
estatales en calidad de autoridad legítima, b) son taxativas para toda la sociedad, 
no solamente para los gobernados sino también para los gobernantes, c) deben 
realizarse con participación de los involucrados, d) deben ajustarse a la 
normatividad jurídica, y e) deben privilegiar el bien común. En tal sentido, el 
término política pública hace referencia a las acciones del Estado, a las relaciones 
entre éste y los demás miembros de la sociedad y al modo en que se ejerce el 
gobierno (p. 223). 
 
En este caso es importante resaltar  que “las directrices de política están dentro del marco 
legal del Plan Nacional de Desarrollo “Todos por un nuevo país”, la Ley 1715 de 2014 y el 
Decreto 1513 de 2016,” (Unidad de Planeación Minero Energética, 2018) 
Por ello es interesante analizar si para el caso de la formulación en este subsector ha 
existido un trabajo colectivo que evidencia una iniciativa social y gubernamental mediante 
espacios de acción y participación de una gran mayoría de actores, con una posibilidad de 
construir consensos sobre los problemas actuales y la mejor forma de resolverlos. 
 
De acuerdo con André–Noël Roth (2007): 
 
(…) las políticas públicas se conciben como el resultado de interrelaciones e 
interdependencias entre varias instituciones, grupos e individuos que conforman 
una red de influencia mutua y en donde las jerarquías reales no siempre son las 
que formalmente están establecidas. Cada política por su singularidad, tendrá una 




Según la Unidad de Planeación Minero Energética con base en su documento los 
“Lineamientos de política para la universalización del servicio de energía eléctrica” propone 
los “Esquemas de lineamientos de política para la ampliación de la cobertura de energía 
Eléctrica” que se señalan a continuación: 
 




Tomado de : Unidad de Planeación Minero Energética (Unidad de Planeación Minero Energética, 
2018) 
 
Teniendo en cuenta el triángulo de actores señalado por Subirats, durante el proceso de 
investigación y con base en la Metodología basada en el enfoque de Pozo-Solis (2007) y 
EC-FAO (2006), se generó un mapeo de actores con base en los siguientes contenidos: 
 
I. Clasificación de actores: por Instituciones públicas, privadas, Organizaciones sin 
fines de Lucro, Organizaciones sociales. 
II. Identificación de funciones y roles de cada actor: “reconocer las principales 
funciones de los actores sociales e institucionales en la propuesta de intervención;  
identificar las posibles acciones que podrían desarrollar los actores sociales e 
institucionales perfilando una red de alianzas interinstitucionales en relación con la 
propuesta de intervención.” (Pozo Solis, 2007, pág. 2) 
III. Análisis de los actores: “Realizar el análisis de los actores siguiendo las dos 
siguientes categorías planteadas: i) relaciones predominantes y ii) niveles de poder. 
Con ello se busca realizar un análisis cualitativo de los diferentes actores de cara 
a los procesos participativos.” (Pozo Solis, 2007, pág. 3) 





Tabla N° 2 Preliminar Mapa de Actores 
 
Paso 1 Propuesta inicial de 
clasificación de actores 
Comentarios 
Consistió en identificar la 
intervención las 
instituciones, grupos 
organizados o personas 
que podrían ser relevantes 
en la formulación de 
política pública y la 
participación de cada uno 
de los actores. 




iv. Academia  
v. Comités 
vi. Organismo de 
Control -Contraloria 
General de la 
República- 
La participación de actores se 
orienta a grupos económicos 
fuertes, las organizaciones públicas 
realizan el papel de catalizar las 
dinámicas existentes entre las 
diferentes actividades del 
subsector, en cuanto a los actores 




Identificación de funciones 
y roles de cada actor 
Comentarios 
Se identificaron las 
principales funciones de 
los actores respecto y sus 




i. Director de la UPME 
ii. Subdirector Sector 
eléctrico UPME 
iii. Ministro de Minas y 
Energía  
iv. Viceministerio de 
Energía  
v. Jefe de Planeación 
del Ministerio de 
Minas y Energía. 
vi. XM 
vii. Agentes externos 
viii. Comité Asesor de 
Planeamiento de la 
Transmisión – CAPT 
 
 
Se evidencian las funciones 
específicas de cada uno en el 
marco de la formulación de políticas 
públicas mediante el marco 
normativo de la creación de las 
organizaciones públicas. 
 
Se revisaron las recomendaciones 
de consultorías que sirvieron como 
base para la formulación de la 
política del sector  
 
 
Fuente: Elaboración propia  
 
Paso 3. Análisis de los actores 
 
Para el análisis de actores se consultó a la UPME, Ministerio de Minas y Energía, CREG, 
XM e IPSE mediante derecho de petición, solicitando información si al momento de 
formular los documentos de política en el caso del subsector eléctrico se había realizado 
un proceso de discusión abierto y participativo.  
 
Todas las entidades excepto la UPME respondieron que no era competencia directa, por 




Por su parte la  respuesta de la UPME, que se relaciona en el  anexo 1 , menciona que la 
norma implica un escenario de publicación en la página web y una fecha límite de 
comentarios a cada proyecto que se presente, pero solo de la última vigencia, de años 
anteriores no se proporcionó evidencia sobre comentarios, peticiones o sugerencias sobre 
los documentos puntuales al subsector eléctrico durante el periodo 2013-2018, por tal 
motivo la intervención en materia de decisión de terceros no se evidencio con mayor 
precisión.  
 
En este escenario se analizaron precisamente los documentos de políticas públicas del 
sector minero- energético, específicamente subsector eléctrico donde se encontraron 
aspectos relevantes para el análisis de los determinantes. 
 
Por ejemplo con la expedición del Plan Indicativo de Expansión de Cobertura de Energía 
Eléctrica 2013 – 2017, se cita con precisión que  
 
aprovechando las sinergias que se han creado y/o fortalecido en torno al 
desarrollo de diferentes estudios y proyectos por parte de instituciones, academia 
y/u organismos de cooperación internacional, tales como IPSE, CREG, 
Universidad de Nariño, TETRA TECH INC (Empresa consultora perteneciente al 
Programa de Energía Limpia en Colombia con recursos de USAID) , optó a partir 
del segundo semestre de 2012 iniciar a través de convenios de asociación, la 
elaboración de una metodología tipo para la formulación de planes de 
energización rural sostenible a nivel departamental y/o regional en un horizonte 
promedio de quince años, que permita dar lineamientos de política frente a la 
energización rural e identificar proyectos integrales y sostenibles en el corto, 
mediano y largo plazo. (Unidad de Planeación Minero Energética, 2013, pág. 34) 
 
En el mismo Informe se menciona que además de Convenios con Entidades públicas como 
el IPSE, CREG y universidades se realizó  la suscripción del contrato “Modelo de Toma de 
Decisiones Multiobjetivo en Energización de Zonas No Interconectadas Como Herramienta 
para el Alcance de Medios de Vida Sostenibles, 2013. Con el apoyo de la Corporación 
Energía y Medio Ambiente –CORPOEMA-“, en el cual se da una “caracterización de 
consumos de energía en el Archipiélago de San Andrés –SAI-. La caracterización tuvo en 




cuenta la identificación de los energéticos empleados, los usos que se le dan a los 
energéticos, las características técnicas de las tecnologías de aprovechamiento y/o 
equipos de uso y los hábitos de la población.” (Unidad de Planeación Minero Energética, 
2013, pág. 35), lo cual se incluye en el Plan Indicativo de Expansión de Cobertura de 
Energía Eléctrica 2013 – 2017. 
 
Para el caso de TETRA TECH INC ha participado activamente en los Planes de Energía 
Rural Sostenible –PERS que corresponden integralmente al Proceso de planeamiento de 
expansión de cobertura de energía eléctrica PIEC 2013-2017. 
 
Estos Planes de Energía Rural Sostenible –PERS 
 
nacen del reconocimiento de una problemática asociada a la expansión de la 
cobertura de energía eléctrica, dada las características particulares de la 
población que presentan necesidades básicas insatisfechas altas: baja capacidad 
de generación de ingreso, uso restringido o ausencia de otros servicios públicos, 
bajos niveles de educación, entre otras. (Unidad de Planeación Minero 
Energetica, 2018) 
 
A la fecha TETRA TECH INC ha participado en tres PERS, como lo son Nariño, La Guajira 
y Tolima. 
 
De igual forma en el documento denominado Plan Energético Nacional Colombia: Ideario 
Energético 2015 se señala que con base en la Consultoría sobre la Competitividad en la 
Cadena de Prestación del Servicio de Energía Eléctrica (2013)  
 
existen otros problemas que limitan una formación de precios eficiente como son: 
el procedimiento para incorporar los costos de arranque y parada (adoptados en 
agosto de 2009), la inflexibilidad en las ofertas (en la actualidad sólo se permite 
un precio para todo el día), así como los sobrecostos asociados con las 
restricciones. Es pertinente que se evalué la posibilidad de simplificar y flexibilizar 
los procedimientos para la participación en el mercado mayorista. (Unidad de 




La consultoría fue realizada por la Asociación Nacional de Empresas Generadoras –
ANDEG, creada en noviembre de 2010,  siendo un organismo privado sin ánimo de lucro, 
“en la cual se congregan 13 empresas generadoras de energía eléctrica ubicadas en 
Colombia” (Unidad de Planeación Minero Energética , 2016) y teniendo en cuenta sus 
miembros ellos son actores relevantes porque se dedican a la venta y compra de energía 
en bolsa.  
 
Para el 2015 en el Informe de Gestión se relaciona fundamentalmente el aporte en materia 
de lineamiento de política eléctrica, lo pertinente al objeto del contrato de “consultoría 
internacional LEIDOS que desarrolló, en conjunto con el personal técnico de la UPME, los 
modelos de demanda, luego de un proceso de diagnóstico, diseño, formulación y 
construcción”. (Unidad de Planeacion Minero Energetica, 2015, pág. 30) 
 
Por su parte en el 2016 con el Plan Indicativo de Expansión de Cobertura de Energía 
Eléctrica PIEC 2016-2020, menciona entre sus lineamientos de política que 
 
se ha buscado el acceso universal al servicio de energía eléctrica y con base en 
la constitución, sustentado en los principios de equidad y solidaridad, los subsidios 
han sido uno de los mecanismos empleados para apalancar esta cobertura, aún 
no se logra la meta de alcanzar el 100% de la cobertura. En particular se trata de 
usuarios dispersos y rurales. Adicionalmente hoy en día algunos aspectos 
presentes a principios de la década de los 90, cuando se determinaron las metas 
de cobertura y universalización del servicio han cambiado. (Unidad de Planeacion 
Minero Energetica , pág. 22) 
 
Sin embargo no está explicita una intervención de un agente interno y/o externo. Pero 
llama la atención que en el Informe de Gestión 2016 en el marco de la eficiencia energética 
se 
 
realizó un taller de socialización el 2 de febrero del 2016, con la participación de 
más de 120 personas, entre empresas privadas, gremios, universidades, 
consultores, banca y gobierno. En dicho taller se compartieron experiencias como 
la del DoE sobre integración internacional de los programas de Gestión de la 




Energía y las prioridades de Colombia en la materia. Así mismo se definió el apoyo 
de la RECIEE y de expertos nacionales al proyecto, fundamentalmente en el 
diseño y establecimiento de diplomados en GIE y de cursos especializados en 
sistemas de vapor, fuerza motriz y bombeo, así como de la formalización de los 
SGIE en Colombia.” (Unidad de Planeación Minero Energética , 2016, pág. 9) 
 
También menciona el Informe con relación a la generación de planes, programas y 
proyectos que  
 
se formuló y se gestionaron con la Secretaría de Estado para Asuntos 
Económicos de Suiza, SECO, recursos cercanos a los USD 4 millones, que busca 
mejorar la calidad de la gestión energética en algunos municipios colombianos, 
fomentando las energías renovables y la eficiencia energética como herramientas 
para mitigar el cambio climático y promover el desarrollo sostenible. (Unidad de 
Planeación Minero Energética , 2016, pág. 9) 
 
Para el año 2018 en el marco de la formulación del Plan de Expansión de Referencia 
Generación –Transmisión 2017 – 2031, la Unidad de Planeación Minero - Energética, 
UPME presento según información publicada en la página web de la entidad la versión 
preliminar del Plan. 
En este sentido según la Resolución 0790 del 31 de julio de 2018 señala “que la Unidad 
de Planeación Minero - Energética, UPME, elaboró la versión preliminar del documento 
"Plan de Expansión de Referencia Generación – Transmisión 2017-2031 la cual fue 
publicada en la página web de la mencionada Unidad desde el día 22 de diciembre de 
2017 y hasta el día 31 de enero de 2018 a efectos de recibir comentarios”. 
En dicha resolución posteriormente se indica que  
el GRUPO DE ENERGÍA DE BOGOTÁ, ASOCODIS, SER, EMGESA, 
ENERTOLIMA, ISAGEN, UNIVERSIDAD DEL CAUCA, ACOLGEN, EPM, 
TEBSA. TRANSELCA, ELECTRÍCARIBE, ANGULO MARTINEZ & ABOGADOS, 
BEGONIA, EOLOS ENERGIA, VIENTOS DEL NORTE, XM, CONSEJO 
NACIONAL DE OPERACIÓN, UNIVERSIDAD DE LOS ANDES, ANDESCO, 
USAENE, ANDEG, JEMEWAAKA, ENERFIN, INTERCOLOMBIA, presentaron 
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observaciones a dicho documento, algunas de las cuales fueron incluidas en lo 
que se consideró pertinente. (Ministerio de Minas y Energia , 2018, pág. 2) 
Se solicitó nuevamente a la UPME mediante derecho de petición con base en la citada 
Resolución cuales habían sido las observaciones incluidas, no obstante la respuesta que 
se relaciona en el anexo 2 no deja claridad sobre los temas o aspectos sugeridos por los 
diferentes actores y remitió nuevamente la Resolución 0790 del 31 de julio de 2018 y link 
del Plan. 
También se menciona en el acto administrativo que durante la vigencia 2017, el respectivo   
(…) Comité Asesor de Planeamiento de la Transmisión (CAPT), emite concepto 
favorable al " Plan de Expansión de Referencia Generación – Transmisión 2017-
2031 "; ii) Comunicación del presidente del GAPT con el asunto "Concepto del 
Comité Asesor del Planeamiento de la Transmisión CAPT al Plan de Expansión 
de Referencia Generación Transmisión 2017 - 2031'en la que el Comité formaliza 
su concepto favorable sobre el "Plan de Expansión de Referencia Generación - 
Transmisión 2017-2031. (Unidad de Planeación Minero Energética, 2018) 
En este caso es importante observar que el Comité Asesor de Planeamiento de la 
Transmisión – CAPT, está conformado por: 
Empresas Públicas de Medellín E.S.P. 
✓ Codensa S.A. E.S.P. 
✓ ISAGEN S.A. E.S.P. 
✓ Electricaribe S.A. E.S.P. 
✓ TERMOBARRANQUI LLA S.A. E.S. P 
✓ Cerro Matoso S.A. 
✓ Occidental de Colombia, lnc. 
✓ Ecopetrol S.A  
✓ Grupo Energía Bogotá S.A. E.S.P. 
✓ Empresa de Energía del Pacífico S.A E.S.P. 
✓ lntercolombia S.A. E.S.P. 
 
Y como invitados permanentes del CAPT, el Ministerio de Minas y Energía y  XM -  
compañía de Expertos en Mercados E.S.P. 




Para el caso del Cargo de Confiabilidad, ocurrió que para la expedición Resolución CREG-
071 de 2006 donde se integraron todas las resoluciones expedidas por la CREG sobre 
Cargo por Confiabilidad, se realizaron reuniones de un grupo seleccionado para elegir su 
operatividad. 
Tal y como se encuentra publicado en la pagina web de la CREG, en los considerando se 
menciona una trazabilidad interesante sobre el proceso de discusión, llama la atención por 
ejemplo los siguientes datos: 
✓ (…) se realizó un taller con la participación de los agentes del Mercado Mayorista 
en el cual se evaluaron los criterios para cada una de las alternativas, cuyos 
resultados fueron presentados por la CREG en el seminario del mercado de energía 
mayorista realizado por el Consejo Nacional de Operación y el Comité Asesor de 
Comercialización en octubre del año 2005; (CREG, 2020) 
 
✓ Que posteriormente, el 15 de diciembre de 2005, los generadores agrupados en 
ACOLGEN presentaron a la CREG los resultados de los análisis elaborados por los 
consultores del grupo de generadores hidráulicos y del grupo de generadores 
térmicos; (CREG, 2020) 
 
✓ Que la CREG en su sesión No. 290, llevada a cabo el 12 de mayo de 2006, aprobó 
someter a consideración de los agentes, los usuarios, terceros interesados y 
público en general, las propuestas sobre los módulos correspondientes al Mercado 
secundario de opciones de energía firme (Documento CREG-032 de 2006); retiro 
de plantas (Documento CREG-033 de 2006); verificación de instalaciones de 
generadores nuevos (Documento CREG-034 de 2006); y Análisis de índices de 
indisponibilidad histórica (Documento CREG-035 de 2006); los cuales fueron 
publicados en la página Internet de la CREG, con la Circular No. 021 de 2006; 
 
✓ Que en la sesión del 29 de junio de 2006, la CREG aprobó someter a discusión de 
agentes, usuarios y terceros interesados mediante resolución de consulta la 
propuesta sobre el diseño de la subasta de Energía Firme, el tratamiento de las 
plantas menores en este esquema de asignación de Cargo por Confiabilidad, el 
formato de declaración de información de contratos de combustible, las pruebas 
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opcionales sin efecto sobre los Índices de Indisponibilidad Histórica Forzada (IHF), 
el período de validación de parámetros para el cálculo de la energía firme, la 
auditoría de estos parámetros, el diseño de las Subastas de Reconfiguración, la 
definición de plantas y/o unidades de generación nuevas y el tratamiento a los 
costos de racionamiento; 
 
✓ Que los siguientes agentes enviaron a la CREG sus comentarios a los documentos 
sometidos a discusión: Acolgen (E-2006-004206), Epsa (E-2006-004258), Isagen 
(E-2006-004209), Termocandelaria (E-2006-004167, E-2006-004731, E-2006-
004920) y XM (E-2006-004212); 
 
✓ Que en cumplimiento de los artículos 8, 9 y 10 del Decreto 2696 de 2004, la 
Comisión de Regulación de Energía y Gas, en su sesión No. 297 del 17 de julio de 
2006, ordenó hacer público el Proyecto de Resolución “por la cual se aprueba la 
metodología para la remuneración del Cargo por Confiabilidad en el Mercado 
Mayorista de Energía”, que contiene de manera integrada las propuestas sobre 
cada uno de los respectivos módulos del Cargo por Confiabilidad sometidas a 
consideración con los documentos anteriormente señalados, así como la propuesta 
sobre el diseño de la subasta de Energía Firme conforme a las orientaciones y 
recomendaciones del consultor internacional, profesor Peter Cramton, contratado 
por la CREG para el efecto; 
 
✓ Que mediante la Resolución CREG-043 del 17 de julio de 2006, publicada en el 
Diario Oficial No. 46.348, del día dos (2) de agosto de 2006, se hizo público el 
mencionado Proyecto de Resolución y se invitó a los agentes, a los usuarios, a las 
Autoridades Locales Municipales y Departamentales competentes y a la 
Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, para que remitan sus 
observaciones o sugerencias sobre la propuesta, dentro de los treinta (30) días 
siguientes a la publicación de esa resolución en la página Web de la Comisión de 
Regulación de Energía y Gas; 
 
✓ Que la citada Resolución CREG-043 de 2006, con el respectivo Proyecto de 
Resolución, está publicada en la página Web de la CREG, desde el día 31 de julio 
de 2006; 





✓ Que mediante la Circular 031 de 2006, publicada en la página Web de la CREG 
desde el día 1 de agosto de 2006, la Comisión invitó a las empresas de los sectores 
de energía eléctrica y de gas natural, a los usuarios y terceros interesados, a un 
seminario, que se llevó a cabo los días 25 y 26 de julio de 2006, con la participación 
del Profesor Shmuel Oren, de la Universidad de California, y del Sr. Raj Addepalli, 
del New York Independent System Operator, quienes presentaron comentarios a la 
propuesta de cargo por confiabilidad formulada por la Comisión y divulgaron sus 
experiencias relacionadas con mercados de capacidad en los Estados Unidos; 
 
✓ Que mediante la Circular 033 de 2006, publicada en la página Web de la CREG 
desde el día 1 de agosto de 2006, la Comisión invitó a las empresas de los sectores 
de energía eléctrica y de gas natural, a los usuarios y terceros interesados, a una 
reunión que se llevó a cabo el día 9 de agosto de 2006, en la cual los interesados 
presentaron al Dr. Peter Cramton sus comentarios e inquietudes sobre el informe 
que el consultor entregó como parte del estudio y que fue sometido a consulta 
mediante Circular CREG-030 de 2006; 
 
✓ Que como resultado de los análisis efectuados internamente y en los talleres, 
seminario y reunión llevados a cabos con los agentes, el consultor y demás 
interesados, y de los comentarios recibidos sobre el Proyecto de Resolución 
publicado con la Resolución CREG-043 de 2006, en materia cálculo de la energía 
para Cargo por Confiabilidad; el proceso de liquidación; y el producto asociado a 
las obligaciones del Cargo por Confiabilidad; la CREG analizó diferentes 
alternativas con el fin de realizar los cambios requeridos en el mencionado Proyecto 
de Resolución; 
 
✓ Que mediante la Circular No. 039, publicada en la página Web de la CREG desde 
el día 20 de septiembre de 2006, la Comisión invitó a las empresas del sector de 
energía eléctrica y a los usuarios y terceros interesados, a un taller, que se llevó a 
cabo el día 21 de septiembre de 2006, en el cual se presentó el Modelo para cálculo 




De esta trazabilidad se puede observar cómo aunque la CREG publica información para 
discusión, los medios económicos que deben tener aquellos terceros que quieran participar 
en un escenario como el planteado en la a un seminario, que se llevó a cabo los días 25 y 
26 de julio de 2006, con la participación del Profesor Shmuel Oren, de la Universidad de 
California o Talleres en la Universidad de los Andes, no facilita la participación ciudadana, 
con lo cual se evidencia lo señalado en la variable sobre recursos referente al personal 
donde sugiere que 
 
de hecho, las políticas públicas han dado lugar a la creación de profesiones y 
trayectorias que, en algunos casos, resultan nocivas para las políticas públicas, ya 
que originan “cuerpos” sociopolíticos caracterizados a veces por su cerrazón, falta 
de transparencia y pobre control democrático. (Subirats, Joan, 2007, pág. 19) 
 
 
Por tal motivo el circulo para la formulación de política pública esta permeado por Grupos 
de Interés tanto público y privado de orden económico y técnico, las cuales pueden ser 
afectadas positivamente o negativamente con base en las decisiones que se materialicen.  
En cuanto a la académica, si se tiene en cuenta que la Universidad de los Andes es 
frecuente contratista del sector minero energético, se puede evidenciar que desde el punto 
de vista del desarrollo de los objetos contractuales puede sugerir lineamientos de política 
pública, tal y como se demuestra en el anexo 3. 
 
Para el caso del Plan Indicativo de Expansión de Cobertura de Energía Eléctrica PIEC 
2016-2020, tiene pendiente la actualización para la vigencia 2021. No obstante por parte 
de la Unidad de Planeación Minero Energética mediante Resolución N° 000416 del 2 de 
agosto de 2018 “Por la cual se modifica la Resolución UPME N° 279 del 6 de junio de 
2018”  se menciona un tema fundamental para el PIEC y es lo pertinente al  “procedimiento 
para la presentación y evaluación de los planes de expansión y evaluación de los planes 
de expansión de cobertura de energía eléctrica”. (Unidad de Planeación Minero Energética 
, 2018, pág. 3) 
De esta manera se “invitó a los interesados y  al público en general a remitir comentarios 
hasta el 5 de junio de 2018” (Unidad de Planeación Minero Energética, 2018, pág. 3) 




En este caso las observaciones y/ o comentarios sobre la Resolución N° 000416 del 2 de 
agosto de 2018 fueron hechos por “CONDENSA, EPM, ANDESCO, ASOCODIS, 
ENERTEMOLIMA, ESSA, CELSIA, CENS  y CEO” (Unidad de Planeación Minero 
Energética , 2018, pág. 3), sin embargo se generó consulta a la UPME, para verificar los 
aportes de los diferentes actores, porque como se evidencia en la página web no se 
publicaron . Se anexa el soporte. 
Con base en lo anterior y teniendo como referente las categorías para el análisis según la 
metodología de Pozo Solís (2007, pág. 3) son: 
1. Relaciones predominantes: se definen como las relaciones de afinidad 
(confianza) frente a los opuestos (conflicto), en la propuesta de intervención. Se 
considera los siguientes tres aspectos: 
1.1 A favor: predomina las relaciones de confianza y colaboración mutua 
1.2 Indeciso/indiferente: Predomina las relaciones de afinidad pero existe una 
mayor incidencia de las relaciones antagónicas. 
1.3 En contra: el predominio de relaciones es de conflicto. 
 
2. Jerarquización del poder: Se define como la capacidad del actor de limitar o 
facilitar las acciones que se emprenda con la intervención. Se considera los 
siguientes niveles de poder. 
 
2.1 Alto: predomina una alta influencia sobre los demás 
2.2 Medio: La influencia es medianamente aceptada 
2.3 Bajo: no hay influencia sobre los demás actores 
 
Paso 4. Elaboración de la Matriz de Mapa de actores 
En este proceso se pudo concretar que no se encuentra una figura fuerte de contraposición 
a la formulación de política del subsector eléctrico, la mayoría de actores pertenecen por 
norma a diferentes escenarios institucionalizados como el CAPT; en cuando a la academia 
la Universidad de los Andes denota un proceso más participativo que la Universidad de 
Nariño en cuanto a instancias de formulación.  
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Pero también es importante mencionar que no es masivo el proceso de convocatoria a la 
ciudadanía y otros actores, se limita exclusivamente a la publicación de la Resolución en 
la página web o al proyecto de plan, también es importante mencionar que la temática es 
muy técnica y por tal motivo se puede auto restringir la participación. 
En este caso la formulación de política pública esta alienada al proceso marcado por el 
modelo de gestión pública orientado al mercado, materializando la ley de servicios 
públicos, un proceso de regulación y un camino más flexible para las organizaciones 
privadas. Sin embargo dentro del mismo contexto se encuentran actores de orden público 
y privado, lo que genera en ocasión algún tipo de incidencia en decisiones de política 
pública.  
Con base en lo anterior se mapean los actores más relevantes para esta investigación: 
 
Figura 1-8  Matriz Mapeo de Actores  
 
 
Fuente: Elaboración propia  
 




Paso 5. Reconocimiento de las relaciones sociales 
Se observa que no hay momentos críticos de tensión entre los diferentes actores, la 
relación se orienta hacia un tema de coordinación, no se evidencia que exista una dinámica 
que genere conflicto, a nivel institucional o que se haga públicamente. 
Lógicamente siendo el Ministerio de Minas y Energía y la UPME líderes en el proceso de 
formulación recae un tema de liderazgo y de mayor preponderancia en temas de 
colaboración a la formulación. 
Existe participación de empresas que hacen parte de la bolsa de energía y pueden ser 
beneficiados positivamente con ciertas medidas que se tomen en la formulación. 
Paso 6. Reconocimiento de las redes sociales existentes 
No existe dentro del proceso de formulación una red social fuerte y activa a niveles de 
participación; diferentes a los actores de orden técnico y lucrativo. Se pueden definir más 
bien sobre un escenario muy cerrado desde el punto de vista institucional porque por 
ejemplo en el caso del PIEC, el CAPT no contempla dentro de sus miembros 
organizaciones que no tengan ningún lucro asociado al subsector eléctrico.  
En cuanto a la academia se observa mayor presencia de la Universidad de los Andes en 
cuanto a generación de metodologías, claves en un proceso de formulación. 
Y como agente externo se encuentra TETRA TECH, ya que genera una incidencia en 
propuesta de lineamientos a través del desarrollo de Convenios con la UPME para planes 
de Energía Regional conocida como PERS. 
Es interesante también resaltar el rol de la Contraloría General de la República, como 
organismo de control, ya que ha realizado afirmaciones en su mayoría negativas y 
preocupantes sobre el manejo a la política pública del subsector eléctrico, mencionando 
en comunicados oficiales derivados de su Actuación Especial lo siguiente: 
✓ “Habría un detrimento patrimonial estimado en $53.700 millones, del Fondo de 
subsidios de energía. 
✓ El detrimento se explicaría por falta de previsión, como determinante de la toma de 
las medidas adoptadas por la CREG en la Resolución 178 de 2015; este daño 
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patrimonial corresponde al componente de subsidios cubiertos con recursos del 
Presupuesto General de la Nación, en los seis meses de vigencia de la medida. 
✓ Ministerio de Minas fue ineficaz frente a la reciente crisis energética. Faltó diligencia 
y coordinación entre las instituciones, las medidas propuestas fueron tardías y no 
había razón para señalar exclusivamente a El Niño como justificación de la crisis. 
✓ (…) Empresas a las que se transfiere el Cargo por Confiabilidad destinan parte de 
estos recursos a gastos administrativos y pago de intereses bancarios e impuestos. 
✓ (…) algunas de las empresas no solo no le están dando al Cargo por Confiabilidad 
el uso indicado por el regulador, sino que pueden incurrir en riesgos de iliquidez 
para la época en que se hacen exigibles las Obligaciones de Energía en Firme 
(OEF); esto conlleva a un riesgo para el sistema eléctrico. 
✓ La Contraloría determinó hallazgos en la CREG y XM S.A.” (Contraloría General de 
la República, 2017) 
3.2 El subsector eléctrico: un servicio público en el marco de una la 
incertidumbre y en beneficio del mercado privado 
 
Una vez consolidada la información sobre los actores más relevantes y visibles en el 
subsector eléctrico, como de la normatividad y la dinámica sectorial, es posible afirmar con 
los datos encontrados que al parecer existe una restricción fuerte a nivel de decisión de la 
política eléctrica. 
Inicialmente el cambio del modelo en la prestación del servicio eléctrico se respaldó por 
parte del Gobierno Nacional en la década de los noventa debido a que el nuevo “modelo 
de desarrollo económico reducía el papel del Estado en el mercado y abría las puertas a 
nuevos agentes económicos (…) bajo la premisa de dinamizar para aumentar la 
competitividad, las iniciativas y el capital privado”. (Rezonzew, 2018, pág. 72)  
Lo anterior decisión fue, según el recurso del consenso, “(relativo) entre los actores 
político-administrativos, los beneficiarios finales y los grupos-objetivo, respecto a las 
modalidades de producción y los contenidos de los actos de ejecución (outputs) se ha 
vuelto un recurso primordial para toda política pública. 
Logrando como señala el modelo operativo de Subirats (2007, pág. 42) que “este consenso 
mínimo, necesario para evitar bloqueos, tanto físicos –ocupaciones de sitios, batallas 




abiertas en las calles, no observación de las órdenes administrativas– como jurídicos –
avalanchas de recursos ante los tribunales administrativos” 
En este contexto se presentó como única alternativa por parte del Gobierno un marco legal 
como un incentivo al “capital privado a ingresar y posteriormente hacerse a cargo del 
negocio mayoritario de energía” (Rezonzew, 2018, pág. 55), acabando con el monopolio 
del Estado en la prestación de un servicio público dando paso al “modelo de libre 
competencia y libre actividad económica y propiedad privada para la prestación del servicio 
de energía eléctrica, trayendo consigo el nuevo papel del Estado como ente regulador y 
de vigilancia y control.” (Ministerio de Comercio, Industria y Comercio, 2018, pág. 5) 
Las cifras demuestran que el subsector eléctrico ha sido tan rentable que para el “2009 el 
63% de la composición total de las empresas que prestaban el servicio eléctrico eran de 
carácter privado hoy llega a cerca del 85%” (Rezonzew, 2018, pág. 57) 
Por ejemplo, Endesa (2009) Subsidiaria del grupo italiano Enel “adquirió participación en 
las compañías Emgesa y Betania con 2.895 MW de potencia instalada, siendo la 1.a 
generadora del país. En distribución, ENDESA posee una participación de control en 
Codensa, compañía que distribuye electricidad a 4,2 millones de clientes en Bogotá D.C.” 
(Ministerio de Comercio, Industria y Comercio, 2018, pág. 23) 
Otro caso relevante es Siemens (2009) “activa en Colombia durante más de 50 años, 
inauguró en 2009 una planta de producción de motores y tableros de control eléctrico y 
ASEA Brown Boveri (ABB) desde 1961 cuenta con la más moderna planta de 
transformadores en Dosquebradas (Risaralda).” (Ministerio de Comercio, Industria y 
Comercio, 2018, pág. 24) 
De esta manera la política pública eléctrica se promueve mediante una propaganda de 
incentivos para el sector privado, lo cual “pueden interpretarse no como una acción 
colectiva para tratar de resolver o aliviar un problema social (adaptación o anticipación a 
un cambio social), sino como un simple instrumento para el ejercicio del poder y la 
dominación de un grupo social sobre otro.” (Subirats, 2008, pág. 35) 
El rol que ha desempeño el Estado colombiano, se sugiere que  ha sido la de garantizar al 
sector privado, es decir a los agentes inversionistas, un proceso facilitador de transacción 
económica del servicio público de electricidad mediante una producción normativa que les 
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permita continuar con el intercambio de este servicio, con lo cual se demuestra que “cada 
vez es más común que las políticas se apoyen en diversos incentivos económicos que se 
otorgan a personas privadas o colectividades públicas”. (Subirats, Joan, 2007, pág. 20) 
 
Ni siquiera la última crisis eléctrica generada en el segundo mandato de Juan Manuel 
Santos, que tuvo grandes similitudes con aquellos factores que promovieron el cambio de 
modelo en los noventa lograron traducirse en ajustes o mejoras para el beneficio de interés 
general. 
 
A la fecha por ejemplo las investigaciones realizadas por la Contraloría General de la 
República no han incidido en algún cambio fundamental. Inicialmente el organismo de 
Control menciono dos grandes problemáticas: 
 
“Primero: El incremento tarifario para aliviar las pérdidas de los generadores 
térmicos que operan con combustibles líquidos, costó $476.539 millones, lo cual se 
constituyó en un traslado efectivo de las pérdidas económicas de las empresas a 
los usuarios. 
 
Segundo: La imprevisión que llevó a la necesidad de adelantar este ajuste de 
tarifas, permite identificar un daño patrimonial de $53.700 millones que 
corresponden a la parte cubierta con subsidios, que son recursos del Presupuesto 
General de la Nación.” (Contraloría General de la República, 2017) 
 
En cuanto al manejo dado a la crisis la Contraloría menciona que el “Ministerio de Minas y 
Energía fue ineficaz para afrontar la situación y faltó diligencia y coordinación entre las 
diferentes instituciones. Además, las medidas propuestas fueron tardías y la mayoría de 
ellas se plantearon en medio de la crisis.” (Contraloría General de la República, 2017) 
 
Sumándole otras causas a la crisis eléctrica que no habían sido reveladas por el Gobierno 
Nacional como las 
dificultades en el suministro de gas para el sector térmico, a la vez que la entrega 
física de este energético por parte de Venezuela, que no se dio y el despacho de 
energía de Ecuador que no fue siempre constante, obligaron al final de la crisis a 




que la carga de cuidar el agua y evitar un desabastecimiento de energía estuviera 
sobre la población colombiana. (Contraloría General de la República, 2017) 
 
En este caso, recalca el organismo de Control que “no es aceptable que se señalara al 
Fenómeno de El Niño, como justificación de la crisis energética” ya que el: 
 
comportamiento de la hidrología sigue siendo un factor determinante en el 
abastecimiento. Sin embargo la crisis comenzó en los generadores térmicos y llegó 
a su máximo con la falla en la cadena de Guatapé y con Termoflores ; todo obedeció 
a factores distintos a la hidrología. (Contraloría General de la República, 2017) 
 
En este orden, por ejemplo, sobre el Precio de Escasez se “requieren ajustes, y estos 
cambios, no pueden consistir simplemente en aumentarlo para adecuarlo a las 
necesidades de los agentes menos eficientes" (Contraloría General de la República, 2017),  
 
Es importante analizar que la dinámica del Precio de Escasez se encuentra permeada por 
un posible carácter negativo hacia los usuarios, ya que se están “generando incentivos a 
las hidroeléctricas para que disminuyan sus niveles de embalse para obtener mayores 
beneficios en tiempos de escasez, arriesgando la generación futura por mayores ingresos 
en el presente”. (Contraloría General de la República, 2017) 
 
Hasta el momento no se ha aplicado solicitado alguna decisión de política pública que evite 
esta situación. 
 
Como se mencionó con anterioridad,  en cuanto al Cargo de Confiabilidad uno de los 
componentes fundamentales de la política pública del subsector eléctrico y teniendo en 
cuenta la Resolución 071 de 2006, al parecer no cumplió con su rol establecido, ya que se 
presentó un inoperante “manejo de recursos del cargo por confiabilidad durante la crisis 
energética fue ineficaz y estableció un presunto detrimento patrimonial de 53.700 millones 
de pesos” (Contraloría General de la República, 2017) 
 
Según la investigación presentada por la Contraloría, se menciona que los recursos 




las empresas lo incorporan como otro ingreso operacional en sus estados de 
resultados y termina cubriendo de manera general todos los costos y gastos, tales 
como gastos administrativos, intereses bancarios e impuestos; sin que se destine 
exclusivamente a la inversión y mantenimiento de las plantas comprometidas dentro 
del esquema.” (Contraloría General de la República, 2017) 
 
Por su parte sobre las Obligaciones de Energía en Firme (OEF), también es posible 
encontrar serias inconsistencias en su manejo ya que 
 
algunos generadores incumplieron con la producción de la energía de seguridad 
comprometida, y la energía faltante debió producirse por terceros. Estos terceros 
generadores gastan más rápido sus recursos disponibles (agua o combustible), lo 
cual aumenta el riesgo de no contar con energía para cumplir sus propias 
obligaciones al final de la temporada seca. Todo esto, aumenta el riesgo de 
desabastecimiento para el mercado en su conjunto” (Contraloría General de la 
República, 2017) 
 
A pesar de los datos presentados por la Contraloría, no hay evidencia de acciones por 
parte de actores institucionales que busquen mejorar el manejo y la inversión del Cargo de 
Confiabilidad que favorezcan a los beneficiarios finales “quienes padecen los efectos 
negativos del problema”. (Subirats, Joan, 2007, pág. 14) 
 
Por lo cual las anteriores acciones demuestran que en el escenario de la formulación de 
política pública del subsector ha generado una red normativa que se ha caracterizado por 















4. Conclusiones y recomendaciones 
 
 
Durante las tres (3) últimas décadas, el sector energético y para nuestro caso específico 
subsector eléctrico se ha visto dinamizado en varios aspectos, como lo es su estructura 
organizacional y ajustes en su normatividad, relacionados con las tres variables 
mencionadas por Subirats, es decir actores, recursos e instituciones. 
 
De esta manera el trabajo desarrollado se puede concluir y recomendar lo siguiente: 
4.1 Conclusiones  
 
Con este documento se demostró, a partir de la aplicación de las técnicas que se planearon 
en la metodología de investigación, como la identificación de postulados del modelo de 
análisis de políticas públicas operativo, formulación y participación ciudadana junto a los 
documentos e información de las fuentes primarias y secundarias, que  en Colombia existe 
una institucionalización de una dinámica excluyente en el marco de la política pública del 
subsector eléctrico, ya que  esta no  ha estado enfocada en contribuir a los beneficiarios 
finales “quienes padecen los efectos negativos” de cualquier decisión, sino en la protección 




Por ello los cambios generados en materia del subsector eléctrico, se orientaron según la 
información evidenciada en la implementación de un nuevo modelo económico diferente 
al intervencionista y abrir paso a la introducción de medidas de corte neoliberal.   
Es importante recordar que lo ocurrido en los años noventa con el “apagón”, las 
restricciones en el consumo energético en el país, un encarecimiento del servicio mediante 
el modelo de tarifas, la discusión legal, económica y social sobre la conveniencia o no de 
la venta de participación estatal realizada sobre una de las más empresas representativas 
vinculadas al sector, el manejo apropiado de los recursos energéticos y cambio 
prácticamente anual del Ministro del sector, se convirtieron en la justificación para las 
medidas tomadas. 
Sin embargo después de más de dos décadas de implementación de un modelo que se 
presentó como la elección racional y único para evitar que en la historia nacional se 
volvieran a manifestar estas situaciones, la realidad es otra y se generó la misma crisis 
energética.  
Como se pudo demostrar con la información generada por ejemplo por la Contraloría 
General de la República, el manejo dado por el Ministerio de Minas y Energía sobre a la 
crisis energética de los años 2015,2016 y 2017, demuestra una total falta de política pública 
del subsector eléctrico que involucre a los beneficiarios en general. 
Sin embargo, no solo es responsabilidad de un solo Gobierno, la crisis generada en el 
segundo periodo presidencial de Santos personifica un total desconocimiento del Estado 
representado en sus organizaciones públicas sobre la situación del subsector eléctrico, la 
falta de mantenimiento durante varios años a las estructuras de las plantas, el porcentaje 
de reserva que se puede o no almacenar, el manejo e inversión del cargo de confiabilidad, 
sugieren que es tal el manejo del privado y el incompetencia de los actores públicos que 
cualquier medida que se tomara no sería una de interés colectivo.  
Se concuerda en este sentido con lo pronunciado por el entonces presidente Juan Manuel 
Santos Calderón sobre el manejo de la crisis que “hubiera preferido que este paquete de 
medidas la hubiéramos tomado con anterioridad. Lo que está en juego es la credibilidad 
del Gobierno y la confianza de los colombianos en el sistema eléctrico” (Santos, 2016) 
Esa improvisación se interpreta como la falta de planeación y de análisis de riesgo de una 
política pública.  




Se puede concluir también que la formulación de política pública se ha orientado a un 
modelo excluyente debido al marco institucional fijado para la decisión de política pública 
que restringe en un selecto grupo de organizaciones públicas y privadas la toma de 
decisiones sobre el escogimiento de las políticas y estrategias en el subsector eléctrico, 
con un profundo carácter de segregación, el solo hecho de organizar en Estados Unidos 
un seminario para determinar un aspecto clave de la política del subsector eléctrico lo 
representa.  
No se demuestran espacios de participación ciudadana o control social en el desarrollo de 
una lógica organizacional que se supone privilegia al ciudadano, se logró confirmar que la 
formulación hoy no responde a una práctica social, ni deja entrever acciones o espacios 
que impulsen su apropiación social que mejoren las prácticas en los procesos de toma de 
decisiones, donde “en la realidad se constata la escasez y desigual distribución del recurso 
de información” planteado por Subirats.” (2007, pág. 20) 
En este sentido desde la Reforma Constitucional de 1991 junto a las políticas públicas, se 
presentan limitantes para acceder desde un escenario de “abajo hacia arriba”, por 
consiguiente, no se hace evidente o se cuentan espacios de retroalimentación donde la 
ciudadanía conozca frente a las políticas del subsector que permita darles continuidad, 
sustituirlas o modificarlas. 
Entonces las decisiones de política pública tomadas hasta el momento se sugieren 
responden a los grupos de interés que están institucionalizado en el modelo de gestión 
pública vigente y no permite avanzar en un enfoque cualitativo de retroalimentación en la 
toma de decisiones hacia el fortalecimiento de la práctica social que contribuya a una 
mayor participación de actores diferentes a grupos de interés en su mayoría lucrativo. 
En el modelo de gestión en Colombia es selectivo en la participación para el subsector 
eléctrico, ya que se orienta por una viabilidad de mercado en las decisiones públicas según 
la técnica burocrática. 
Por lo cual, al no evidenciar la institucionalización de espacios de participación ciudadana 




Por consiguiente, en Colombia la fase de formulación del subsector electivo se caracteriza 
por un fuerte carácter técnico institucionalizado que promueve un practica en la toma de 
decisiones alejada de un modelo de gestión pública más participativo. 
En este caso cobra valía lo mencionado por Majone, racionalidad política, ofreciendo un 
mayor énfasis en la comunicación, y no exclusivamente al logro de resultados, no solo la 
factibilidad técnica, sino especialmente la factibilidad y beneficio social. 
De esta manera se hace más que preponderante entrever desde las esferas de gobierno 
y las lógicas privadas una participación de formulación de políticas públicas, lo cual  
apunta a un nuevo tipo de control político democrático en consonancia con los 
principios de nueva gobernanza: responsabilidad, transparencia, y participación. 
(…) Esta nueva forma de gobernar se apoya en modelos de gestión pública, que 
persiguen mayor eficiencia y eficacia del sector público en sus diferentes niveles 
de gobierno, estratégico y operativo. Estos niveles se complementan, pero la 
lógica para su valoración no es exactamente la misma (Agencia Estatal de 
Evaluación de las Políticas Pública y la calidad de los servicios-AEVAL, 2010, pág. 
36) 
Se observa que las mismas organizaciones no generan espacios de socialización de 
información hacia los ciudadanos que facilite el diálogo o la discusión frente a la toma de 
decisiones del subsector eléctrico.  
Todos estos factores y las críticas generalizadas a las decisiones del gobierno sobre el 
manejo de la crisis energética, el papel del Ministerio de Minas y Energía, y de las demás 
entidades que integran el sector y de organismos de control,  prolongan la discusión de 
cómo se han tomado las decisiones en esta materia,  los reclamos e  inconformidades han 
venido desde diversos escenarios, tanto públicos como privados y abre un espacio para 
cuestionar con justificaciones precisas  que la política pública del subsector eléctrico 
representa el interés de una minoría en la Bolsa de Energía, mostrando las formas 





Las recomendaciones se orientan a diferentes ámbitos: 





✓ Participación ciudadana  
 
Se debe generar un empoderamiento de la ciudadanía sobre el conocimiento y desarrollo 
del servicio eléctrico y se apropien de información técnica y se faciliten alternativas 
conjuntas para una formulación más representativa de la realidad del país, 
institucionalizando espacios, agendas de retroalimentación entre los actores interesados y 
las instancias responsables del gobierno nacional. 
Lo anterior está sujeto a una efectiva implementación de la planeación participativa en el 
país, que logre una mayor incidencia de sus conceptos y pueden materializarse en ajustes 
reales a los documentos de política pública. 
Para esta situación seria necesario promover el diseño de espacios y actividades de 
retroalimentación periódica entre los actores privados y públicos, organizaciones sociales 
y ciudadanía general para el diálogo, intercambio y discusión de la política del subsector 
que contribuya a un crecimiento y madurez de la participación democrática del país.  
 
✓ Dinámica organizacional  
Las organizaciones públicas y privadas que pertenece al sector de minas y energía 
cuentan con un mandato legal que les exige 
 
 “e) asegurar la adecuada incorporación de los aspectos ambientales en la 
planeación y gestión de las actividades del sector ;f) alcanzar una cobertura en los 
servicios de electricidad a las diferentes regiones y sectores del país, que garantice 
la satisfacción de las necesidades básicas de los usuarios de los estratos I, II y III y 
los de menores recursos del área rural, a través de los diversos agentes públicos y 
privados que presten el servicio; g) Asegurar la disponibilidad de los recursos 
necesarios para cubrir los subsidios otorgados a los usuarios de los estratos I,II y 
III y los de menores ingresos del área rural, para atender sus necesidades básicas 
de electricidad. (Ministerio de Minas y Energia, 1994) 
 
Por tal razón las entidades con la función de planear y regular deben divulgar y articular 
durante el proceso de decisión pública de forma más precisa a la ciudadanía, que 
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finalmente es el beneficiario de cualquier política pública, como también de las alternativas, 
resultados y valor de transacciones en la Bolsa de Energía. 
 
El Ministerio de Minas y Energía, como cabeza de sector debe generar las estrategias de 
comunicación entre las entidades de su sector que le permitan tomar decisiones a tiempo, 
dejando de lado el carácter de improvisación. 
 
Teniendo en cuenta que el servicio eléctrico se maneja con base en las reglas de juego de 
una Bolsa de Energía, es necesario buscar mejores mecanismos de regulación que eviten 
un sobrecosto en la tarifa de energía, que finalmente se le traslada al usuario, en este caso 
la CREG debe revisar su actuación frente al manejo dado al Cargo de Confiabilidad por 
parte de los agentes privados que lo captan y ejecutan. 
 
Se requiere mejorar el papel de control de la gestión pública al interior del sector. El informe 
presentando por la Contraloría General de la República deja en claro el papel del sector 
afirmando que “faltó diligencia y coordinación entre las instituciones, las medidas 
propuestas fueron tardías y no había razón para señalar exclusivamente a El Niño como 
justificación de la crisis” (Contraloría General de la República, 2017) 
 
Es preciso un rol más fuerte en el escenario de regulación para los agentes privados que 
debe garantizar una calidad a los usuarios, ya que vía tarifa se le están traslado costos 
administrativos.  
 
A la fecha no existen acciones públicas que permitan un cambio en el modelo actual.  
 
✓ Sobre aspectos de la política  
 
Se hace necesario repensar la ley eléctrica vigente porque su estructura ha generado un 
mercado energético supremamente agresivo con aquellos ciudadanos que a la fecha no 
han sido beneficiados con Energía Firme, casos específicos como en el departamento de 
Atlántico, Nariño, Vaupés, Amazonas y La Guajira, el modelo implementado no ha 
funcionado y se encuentran como las zonas en el territorio nacional donde aún se alumbra 
con velas. 
 




Una de las causas precisamente de esta situación es que en dichas zonas no es rentable 
llevar energía, debido a que no permanecen a las ZNI, ya que es muy difícil que un privado 
le apueste al desarrollo y no a la ganancia. Esto es característico precisamente de un 
servicio público que se presta mediante una Bolsa de Energía.  Por tal razón el Ipse debe 
liderar en mejor medida la puesta en marcha de proyectos que permitan un desarrollo en 
diferentes territorios., sino se ajusta el modelo. 
 
También se hace necesario potencializar y fortalecer un cambio en la estructura de 
generación de energía, se hace urgente buscar las herramientas para ampliar la matriz 
energética y buscar precisamente potenciales energéticos por regiones, este es un 
proceso que se puede adelantar con las diferentes comunidades ya que el componente 
territorial es fundamental, y dejar de lado exclusión a la ciudadanía de las decisiones y del 
control social 
 
Siendo la energía un servicio público de carácter esencial, este debe tener un componente 
vital de participación ciudadana que le permite elegir básicamente los aspectos claves del 
suministro de energía. Por tal razón es preciso revisar el proceso de formulación ampliando 
los niveles de discusión y reflexión sobre las diferentes restricciones, dinámicas, 
situaciones críticas, necesidades y problemas del subsector para orientar procesos más 

















A. Anexo 1 Respuestas derecho de Petición  
 



























































B. Anexo 2 Comentarios Resolución 0790 del 31 de julio de 2018 
 
Se relaciona el documento emitido por el Ministerio de Minas y Energía en Colombia, 
publicado en el siguiente enlace: 
https://www.leyex.info/documents/leyes/5a6319a71899e6d6835b39dec7a3533a.pdf 
 
Imagen N° 4 Comentarios Resolución 0790 del 31 de julio de 2018 
 
Fuente: Tomado del Ministerio de Minas y Energía 
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Imagen N° 6 Comentarios Resolución 0790 del 31 de julio de 2018 
 
Fuente: Tomado del Ministerio de Minas y Energía 
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Imagen N° 7 Comentarios Resolución 0790 del 31 de julio de 2018 
Fuente: Tomado del Ministerio de Minas y Energía 
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Imagen N° 8 Comentarios Resolución 0790 del 31 de julio de 2018 
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Imagen N° 9 Comentarios Resolución 0790 del 31 de julio de 2018 
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C. Anexo 3 Objetos contractuales en el Subsector eléctrico relacionados 
con la formulación de política pública 
 



















Adicionar a las Cláusulas Segunda y 
Tercera una cantidad de 56.933 imágenes 
digitalizadas, quedando como total 
aproximado Un millón cincuenta y seis mil 
novecientos treinta y tres (1.056.933) 
imágenes y en la Cláusula Séptima, que el 
pago de SIETE MILLONES DOSCIENTOS 
SESENTA Y CUATRO MIL QUINIENTOS 
NOVENTA Y NUEVE MIL PESOS 
($7.264.599), se pagará con la factura del 
mes en el que se termine la ejecución de la 
actividad de digitalización de esas 56.933 
imágenes adicionales.  















PRIMERA: Prorrogar el plazo de ejecución 
previsto en la Cláusula Séptima del 
Contrato de Prestación de Servicios GGC 
N.º 103 de 2016 hasta el31 de diciembre de 
2016. 
SEGUNDA: Adicionar el valor establecido 
en la CLAÚSULA CUARTA, en la suma de 
DOS MILLONES OCHOCIENTOS 
VEINTICINCO MIL QUINIENTOS TREINTA 
PESOS M/CTE ($2.825.530), suma 
amparada con Certificado de Disponibilidad 
Presupuestal73816 del 10 de 
noviembre de 2016, del rubro C - 31 O - 
1800 - 1, expedido por la Coordinadora del 
Grupo de Presupuesto del Ministerio de 
Minas y Energía, con cargo al proyecto de 
Inversión: "Construcción e Implementación 
del Programa de Formalización Minera" 
código BPIN: 20120110000096, expedido 
por la Coordinadora del Grupo de 
Presupuesto del Ministerio de Minas y 
Energía. 















CLÁUSULA PRIMERA: Modificar la 
CLAUSULA CUARTA - FORMA Y 
CONDICIONES DE DESEBOLSO DE LOS 
RECURSOS del Contrato FAER GSA No. 
173 de 2012 


























Prorrogar el plazo de ejecución del contrato 
hasta el 31 de diciembre de 2016 y 
adicionar al valor total del contrato, la suma 
de $4.904.352 
 $                4.904.352  
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Aunar esfuerzos técnicos, administrativos y 
financieros para identificar y capturar 
información de las unidades básicas de 
beneficio relacionadas con la minería 
aurífera en el territorio nacional, conforme a 
la normatividad vigente y en el marco del 
proyecto "Capacitación teórico-práctica 
para la reducción o eliminación del uso del 
mercurio en procesos de beneficio del oro 
en el territorio nacional. 












Se requiere modificación de la cláusula 
quinta y el literal C de la cláusula sexta del 
convenio., con el fin de reducir el valor del 
contrato  













ADICIONAR AL VALOR TOTAL DEL 
CONTRATO LA SUMA DE TRECE 
MILLONES DE PESOS QUEDANDO EL 
VALOR TOTAL DEL CONTRATO POR 
$65.000.000 












Contratar la Implementación de la Segunda 
fase de integración de los Servicios 
Misionales del Sector, dentro del marco del 
proyecto denominado "Implementar y 
Mantener Actualizada la Infraestructura de 
TIC del Sector Minero Energético de 
acuerdo con el Petic Sectorial".  














DE GAS Y 
ENERGIA LTDA 
Consultoría para la carada metodología de 
asignación de cupos para los municipios de 
zona de frontera. teorización de la 
demanda de combustibles líquidos y 
elaboración de una propuesta  













PRIMERA: Prorrogar el plazo de ejecución 
previsto en la Cláusula Séptima del 
Contrato de Prestación de Servicios GGC 
N.º 293 de 2016 hasta el30 de diciembre de 
2016. 
SEGUNDA: Adicionar el valor establecido 
en la CLÁUSULA CUARTA, en la suma de 
DOS MILLONES SEICIENTOS SETENTA 
Y OCHO MIL SETECIENTOS SETENTA Y 
TRES PESOS MICTE ($2.678.773) M/CTE 
; suma amparado con Certificado de 
Disponibilidad Presupuestal  
73016 de 2016-11-01 • del rubro C - 310 - 
1800 - 1 con cargo al proyecto de 
Inversión: "Construcción e Implementación 
del Programa de Formalización Minera" 
código BPIN: 20120110000096, expedido 
por la Coordinadora del Grupo de 
Presupuesto del Ministerio de Minas y 
Energía. 
 $                2.678.773  
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ORA DEL HUILA 
SA ESP 
PRIMERA: Modificar la Cláusula Cuarta del 
Contrato FAER GGC W 309 de 2014, la 
cual quedará así: 
"CLÁUSULA CUARTA - FORMA Y 
CONDICIONES DE DESEMBOLSO DE 
LOS RECURSOS: Para la administración 
de los recursos objeto de este Contrato el 
OPERADOR DE RED se obliga a constituir 
un ENCARGO FIDUCIARIO en los 
términos del su numeral (i) numeral 1 de la 
CLÁUSULA NOVENA del presente 
Contrato. Los costos derivados de su 
constitución y manejo serán asumidos 
directamente por el OPERADOR DE RED, 
que pueden ser tomados del 
reconocimiento de la administración de los 
proyectos y asistencia técnica. EL 
MINISTERIO realizará tos desembolsos al 
ENCARGO FIDUCIARIO dentro de los 30 
días hábiles siguientes al cumplimiento de 
los requisitos previstos para cada 
desembolso y dependerán del Programa 
Anual Mensualizado de Caja - PAC, así 
como de la aprobación previa de las 
Garantías establecidas en el Numeral 1° de 
la CLÁUSULA DÉCIMA PRIMERA por 
parte de la Subdirección Administrativa y 
Financiera de EL MINISTERIO. Los 
desembolsos se realizarán así: 
1. FORMA DE DESEMBOLSO. Los 
desembolsos de los recursos del FAER se 
realizarán al Encargo Fiduciario de la 
siguiente manera: 
a) Cuarenta por ciento (40%) del valor total 
de los aportes del FAER, equivalente a la 
suma de DOS MIL CUATROCIENTOS 
DIECIOCHO MILLONES NOVENTA Y 
CINCO MIL CUATROCIENTOS 
CUARENTA Y SEIS PESOS M/CTE 
($2.418.095.446,00) de la vigencia 2014, a 
la presentación del contrato de ENCARGO 
FIDUCIARIO suscrito por el OPERADOR 
DE RED. 












SE ADICIONA EL CONTRATO EN LA 
SUMA DE $202.662.770 DE ACUERDO 
CON LA JUSTIFICACION 












PRORROGAR EL PLAZO DEL 
CONTRATO HASTA EL 31 DE ENERO DE 
2017 











Adicionar la suma de DIECINUEVE 
MILLONES CIENTO CINCUENTA Y SEIS 
MIL QUINIENTOS VEINTE PESOS M/CTE 
($19.156.520), al valor establecido en la 
Cláusula Cuarta del Contrato de 
interventoría GGC No. 
332 de 2016. 
 $              19.156.520  
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PRORROGAR EL PLAZO DEL 
CONTRATO HASTA EL 31 DE ENERO DE 
2017 















































Contratar la prestación del servicio de 
Vigilancia y Seguridad Privada para la sede 
del Ministerio de Minas y Energía, ubicada 
en la Calle 43 No. 57-31 ?CAN, Bogotá 
D.C. 








Adquisición de dotación de vestuario y 
calzado para los funcionarios del Ministerio 
de Minas y Energía, que por Ley tienen 
derecho a dotación 3 veces al año. 








Adquisición de dotación de vestuario y 
calzado para los funcionarios del Ministerio 
de Minas y Energía, que por Ley tienen 
derecho a dotación 3 veces al año. 








Adquisición de dotación de vestuario y 
calzado para los funcionarios del Ministerio 
de Minas y Energía, que por Ley tienen 
derecho a dotación 3 veces al año. 








Adquisición de dotación de vestuario y 
calzado para los funcionarios del Ministerio 
de Minas y Energía, que por Ley tienen 
derecho a dotación 3 veces al año. 













Contratar el servicio de mantenimiento 
preventivo, y calibración para 
el sistema de monitoreo de humedad y 
temperatura Testo Saveris y mantenimiento 
y calibración 
de sondas Saveris H3D. 












Contratar el análisis, diseño, desarrollo, 
configuración y puesta en marcha del 
Sistema de Información para la 
Administración del Fondo de Solidaridad 
para Subsidios y Redistribución de 
Ingresos ? FSSRI, incluyendo subsidios del 
Sistema Nacional Interconectado - SIN, 
Gas Natural Domiciliario, ¿Zonas No 
Interconectadas ? ZNI, Fondo de Energía 
Social ? FOES, Auditoría y Normograma, 
debidamente instalado, configurado que 
 $            829.875.200  
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OBJETO VALOR  
permita atender las necesidades 























Contratar los servicios de soporte en sitio 
de los módulos que integran el sistema 
NEON para los usuarios de la entidad 












Contratar el servicio mensual de soporte, 
¿mantenimiento al Sistema de Gestión 
Tracking and Management System ?TMS- 
del Ministerio de Minas y Energía años 
2016-2017, de acuerdo con lo establecido 
en el Anexo: "Formato de Características 
Técnicas. 












El objeto del presente convenio consiste en 
la colaboración entre EL BANCO y EL 
MINISTERIO para impulsar y facilitar el 
acceso al crédito a pequeños mineros del 
país, en la modalidad de tasa compensada 
para el financiamiento de sus proyectos de 
inversión. 













¿Ampliar y prestar el servicio de energía 
eléctrica en condiciones de calidad y 
confiabilidad, en las zonas rurales del 
Sistema Interconectado Nacional ? SIN, 
ubicadas en el Mercado de 
Comercialización del OPERADOR DE 
RED, ¿mediante la ejecución de proyectos 
con recursos del Fondo de Apoyo 
Financiero para la Energización de las 
Zonas Rurales Interconectadas ? FAER. 















¿Ampliar y prestar el servicio de energía 
eléctrica en condiciones de calidad y 
confiabilidad, en las zonas rurales del 
Sistema Interconectado Nacional ? SIN, 
ubicadas en el Mercado de 
Comercialización del OPERADOR DE 
RED, ¿mediante la ejecución de proyectos 
con recursos del Fondo de Apoyo 
Financiero para la Energización de las 
Zonas Rurales Interconectadas ? FAER. 













Ampliar y prestar el servicio de energía 
eléctrica en condiciones de calidad y 
confiabilidad, en las zonas rurales del 
Sistema Interconectado Nacional - SIN, 
ubicadas en el Mercado de 
Comercialización del OPERADOR DE 
RED, ¿mediante la ejecución de proyectos 
con recursos del Fondo de Apoyo 
 $      10.924.679.242  
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OBJETO VALOR  
Financiero para la Energización de las 















¿Ampliar y prestar el servicio de energía 
eléctrica en condiciones de calidad y 
confiabilidad, en las zonas rurales del 
Sistema Interconectado Nacional ? SIN, 
ubicadas en el Mercado de 
Comercialización del OPERADOR DE 
RED, ¿mediante la ejecución de proyectos 
con recursos del Fondo de Apoyo 
Financiero para la Energización de las 
Zonas Rurales Interconectadas ? FAER. 













¿Ampliar y prestar el servicio de energía 
eléctrica en condiciones de calidad y 
confiabilidad, en las zonas rurales del 
Sistema Interconectado Nacional ? SIN, 
ubicadas en el Mercado de 
Comercialización del OPERADOR DE 
RED, ¿mediante la ejecución de proyectos 
con recursos del Fondo de Apoyo 
Financiero para la Energización de las 
Zonas Rurales Interconectadas ? FAER. 













¿Ampliar y prestar el servicio de energía 
eléctrica en condiciones de calidad y 
confiabilidad, en las zonas rurales del 
Sistema Interconectado Nacional ? SIN, 
ubicadas en el Mercado de 
Comercialización del OPERADOR DE 
RED, ¿mediante la ejecución de proyectos 
con recursos del Fondo de Apoyo 
Financiero para la Energización de las 
Zonas Rurales Interconectadas ? FAER. 













¿Ampliar y prestar el servicio de energía 
eléctrica en condiciones de calidad y 
confiabilidad, en las zonas rurales del 
Sistema Interconectado Nacional ? SIN, 
ubicadas en el Mercado de 
Comercialización del OPERADOR DE 
RED, ¿mediante la ejecución de proyectos 
con recursos del Fondo de Apoyo 
Financiero para la Energización de las 
Zonas Rurales Interconectadas ? FAER. 











¿Ampliar y prestar el servicio de energía 
eléctrica en condiciones de calidad y 
confiabilidad, en las zonas rurales del 
Sistema Interconectado Nacional ? SIN, 
ubicadas en el Mercado de 
Comercialización del OPERADOR DE 
RED, ¿mediante la ejecución de proyectos 
con recursos del Fondo de Apoyo 
Financiero para la Energización de las 
Zonas Rurales Interconectadas ? FAER. 












¿El presente Convenio Interadministrativo 
tiene por objeto dar cumplimiento a la 
delegación realizada por EL MINISTERIO 
al Servicio Geológico Colombiano ? SGC-, 
mediante la Resolución No. 4 0780 del 11 
de agosto de 2016, de acuerdo con lo 
 $                               -    
Anexo C. Objetos contractuales en el Subsector eléctrico relacionados con la 











OBJETO VALOR  
establecido en el Artículo 1°: Delegar en el 
Servicio Geológico Colombiano la función 
















¿Ampliar y prestar el servicio de energía 
eléctrica en condiciones de calidad y 
confiabilidad, en las zonas rurales del 
Sistema Interconectado Nacional ? SIN, 
ubicadas en el Mercado de 
Comercialización del OPERADOR DE 
RED, ¿mediante la ejecución de proyectos 
con recursos del Fondo de Apoyo 
Financiero para la Energización de las 
Zonas Rurales Interconectadas ? FAER. 













¿Ampliar y prestar el servicio de energía 
eléctrica en condiciones de calidad y 
confiabilidad, en las zonas rurales del 
Sistema Interconectado Nacional ? SIN, 
ubicadas en el Mercado de 
Comercialización del OPERADOR DE 
RED, ¿mediante la ejecución de proyectos 
con recursos del Fondo de Apoyo 
Financiero para la Energización de las 
Zonas Rurales Interconectadas ? FAER. 













¿Ampliar y prestar el servicio de energía 
eléctrica en condiciones de calidad y 
confiabilidad, en las zonas rurales del 
Sistema Interconectado Nacional ? SIN, 
ubicadas en el Mercado de 
Comercialización del OPERADOR DE 
RED, ¿mediante la ejecución de proyectos 
con recursos del Fondo de Apoyo 
Financiero para la Energización de las 
Zonas Rurales Interconectadas ? FAER. 















¿Ampliar y prestar el servicio de energía 
eléctrica en condiciones de calidad y 
confiabilidad, en las zonas rurales del 
Sistema Interconectado Nacional ? SIN, 
ubicadas en el Mercado de 
Comercialización del OPERADOR DE 
RED, ¿mediante la ejecución de proyectos 
con recursos del Fondo de Apoyo 
Financiero para la Energización de las 
Zonas Rurales Interconectadas ? FAER. 












El COMODANTE entrega los bienes que 
son de su propiedad al COMODATARIO, 
quien recibe a título gratuito, en calidad de 
comodato o préstamo de uso y con cargo a 
restituir los bienes inmuebles descritos en 
el Anexo Técnico.  







SERVICES LTDA  
Adquisición de elementos de papelería y 
útiles de oficina. 
 $              31.992.398  
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ADQUISICION DE CARPETAS PARA 
ARCHIVO 













SERVICES LTDA  
SUMINISTRO DE INSUMOS DE OFICINA 
Y PAPELERÍA PARA LA UNIDAD 
COORDINADORA DEL PROYECTO 











DE OFICINA & 
SUMINISTROS 
SAS. 
SUMINISTRO E INSTALACIÓN DE UN 
EQUIPO MULTIFUNCIONAL 
(IMPRESORA, ESCANER, COPIADORA), 
LÁSER A COLOR, PARA LA UCP 













¿Ampliar y prestar el servicio de energía 
eléctrica en condiciones de calidad y 
confiabilidad, en las zonas rurales del 
Sistema Interconectado Nacional ? SIN, 
ubicadas en el Mercado de 
Comercialización del OPERADOR DE 
RED, ¿mediante la ejecución de proyectos 
con recursos del Fondo de Apoyo 
Financiero para la Energización de las 
Zonas Rurales Interconectadas ? FAER. 













¿Ampliar y prestar el servicio de energía 
eléctrica en condiciones de calidad y 
confiabilidad, en las zonas rurales del 
Sistema Interconectado Nacional ? SIN, 
ubicadas en el Mercado de 
Comercialización del OPERADOR DE 
RED, ¿mediante la ejecución de proyectos 
con recursos del Fondo de Apoyo 
Financiero para la Energización de las 
Zonas Rurales Interconectadas ? FAER. 












Ampliar la cobertura y procurar la 
satisfacción de la demanda de energía 
eléctrica en las Zonas No Interconectadas - 
ZNI, mediante la ejecución de proyectos 
financiados con recursos del Fondo de 
Apoyo Financiero para la Energización de 










ORA DEL HUILA 
S.A. E.S.P.  
Ampliar la cobertura y procurar la 
satisfacción de la demanda de energía 
eléctrica en las Zonas No Interconectadas - 
ZNI, mediante la ejecución de proyectos del 
Fondo de Apoyo Financiero para la 
Energización de Zonas No Interconectadas 















Ampliar la cobertura y procurar la 
satisfacción de la demanda de energía 
eléctrica en las Zonas No Interconectadas - 
ZNI, mediante la ejecución de proyectos 
financiados con recursos del Fondo de 
Apoyo Financiero para la Energización de 
Zonas No Interconectadas - FAZNI 720355528 
Anexo C. Objetos contractuales en el Subsector eléctrico relacionados con la 


























Ampliar la cobertura y procurar la 
satisfacción de la demanda de energía 
eléctrica en las Zonas No Interconectadas - 
ZNI, mediante la ejecución de proyectos 
financiados con recursos del Fondo de 
Apoyo Financiero para la Energización de 












Ampliar la cobertura y procurar la 
satisfacción de la demanda de energía 
eléctrica en las Zonas No Interconectadas - 
ZNI, mediante la ejecución de proyectos 
financiados con recursos del Fondo de 
Apoyo Financiero para la Energización de 












Ampliar la cobertura y procurar la 
satisfacción de la demanda de energía 
eléctrica en las Zonas No Interconectadas - 
ZNI, mediante la ejecución de proyectos 
financiados con recursos del Fondo de 
Apoyo Financiero para la Energización de 












Ampliar la cobertura y procurar la 
satisfacción de la demanda de energía 
eléctrica en las Zonas No Interconectadas - 
ZNI, mediante la ejecución de proyectos 
financiados con recursos del Fondo de 
Apoyo Financiero para la Energización de 












ampliar la cobertura y procurar la 
satisfacción de la demanda de energía 
eléctrica en las Zonas No Interconectadas - 
ZNI, mediante la ejecución de proyectos 
financiados con recursos del Fondo de 
Apoyo Financiero para la Energización de 












Ampliar la cobertura y procurar la 
satisfacción de la demanda de energía 
eléctrica en las Zonas No Interconectadas - 
ZNI, mediante la ejecución de proyectos 
financiados con recursos del Fondo de 
Apoyo Financiero para la Energización de 













O NACIONAL DE 
ESTADISTICA - 
DANE 
El COMANDANTE entrega los bienes que 
son de su propiedad al COMANDATARIO 
quien recibe a título gratuito, en calidad de 
comodato o préstamo de uso y con cargo a 
restituir los bienes inmuebles descritos en 












Ampliar la cobertura y procurar la 
satisfacción de la demanda de energía 
eléctrica en las Zonas No Interconectadas - 
ZNI, mediante la ejecución de proyectos del 
Fondo de Apoyo Financiero para la 
Energización de Zonas No Interconectadas 













Ampliar la cobertura y procurar la 
satisfacción de la demanda de energía 
eléctrica en las Zonas No Interconectadas - 
ZNI, mediante la ejecución de proyectos del 
Fondo de Apoyo Financiero para la 5758585790 
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OBJETO VALOR  
















CLAUSULA PRIMERA: Modificar el Anexo 
N" 2 ·cronograma" del Contrato 
interadministrativo 
FAZNI GGC N" 416 de 2015, conforme al 
cronograma presentado por EL 
ADMINISTRADOR 
mediante radicado N" 2016072558 del 27-
10-2016 y en virtud de esta. prorrogar el 
plazo de 
ejecución de que trata la Cláusula 
Segunda- Plazo, hasta el di a 31 de marzo 
de 2017. 
CLÁUSULA SEGUNDA: EL 
ADMINISTRADOR se compromete a 
ampliar las garantías 
previstas en la Cláusula Novena del 
Contrato interadministrativo FAZNI GGC N" 
416 de 2015. y 
presentarlas dentro de los diez (10) días 
siguientes a la suscripción del presente 
Otrosí, a la 
Subdirección Administrativa y Financiera de 












ORA DEL META 
S.A. E.S.P. 
CLÁUSULA PRIMERA: Modificar el Anexo 
W 2 "Cronograma" del Contrato 
interadministrativo 
FAZNI GGC No 417 de 2015, conforme al 
cronograma presentado por el 
ADMINISTRADOR 
mediante Radicado No. 2016081974 del 
05-12-2016 y en virtud de la misma, 
prorrogar el plazo 
de ejecución de que trata la Cláusula 
Segunda- Plazo, hasta el día 31 de 
diciembre de 2017. 
CLÁUSULA SEGUNDA: EL 
ADMINISTRADOR se compromete a 
ampliar las garantías 
previstas en la Cláusula Novena del 
Contrato interadministrativo FAZNI GGC 
No 417 de 2015, y 
presentarlas dentro de los diez (10) días 
siguientes a la suscripción del presente 
Otrosí, a la 
Subdirección Administrativa y Financiera de 
EL MINISTERIO para su aprobación. 
CLÁUSULA TERCERA: Las cláusulas del 
Contrato original que no hubieren sido 
expresamente 
modificadas por el presente Otrosí, 
conservan su eficacia y vigencia. 0 
Anexo C. Objetos contractuales en el Subsector eléctrico relacionados con la 


























CLÁUSULA PRIMERA: Modificar el Anexo 
W 2 del Contrato FAER GGC No 312 de 
2014, conforme al cronograma presentado 
por EL OPERADOR DE RED mediante 
Radicado No 201608391 O del 13 de 
diciembre de 2016 y en virtud de la misma, 
prorrogar el plazo para la finalización de la 
Actividad de Administración, Ejecución de 
los Recursos, Asistencia Técnica y 
Energización de que trata el Numeral 1° de 
la Cláusula Segunda- Plazo hasta el 31 
marzo de 2017. 
CLÁUSULA SEGUNDA: EL OPERADOR 
DE RED deberá presentar las garantías 
actualizadas de que trata la Cláusula 
Décima Primera del Contrato, dentro de los 
diez (10) días hábiles siguientes contados a 
partir de la fecha de suscripción del 
presente Otrosí, a la Subdirección 
Administrativa y Financiera. 
CLÁUSULA TERCERA: Las cláusulas del 
contrato original que no hubieren sido 
expresamente modificadas por el presente 
Otrosí, conservan su eficacia y vigencia. 
CLÁUSULA CUARTA: De conformidad con 
lo dispuesto por el artículo 223 del Decreto 
019 de 2012 y el articulo 2.2.1.1.1. 7.1 del 
Decreto 1082 de 2015, el presente Otrosí 
se publicará en el Sistema Electrónico para 
la Contratación Pública- SECOP. 
CLÁUSULA QUINTA: El presente otrosí se 
perfecciona con la firma de las partes. 0 
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